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Introducción
En la década de los noventa la República Dominicana inicia el camino hacia una profunda transición institucional aún en proceso. El mayor de los esfuerzos se concentró en separar las esferas de la política y de la economía, segregación indispensable para el juego democrático y la abolición del autoritarismo.

Los objetivos declarados o implícitos en las transformaciones que toman carta de naturalización se sintetizan en la búsqueda simultánea de la modernización democrática y de la modernización económica. En el primer sentido, se avanza, no sin titubeos, en el fortalecimiento de los partidos políticos y de la limpieza de los procesos electorales; en la erradicación de prácticas autoritarias, en el aprendizaje de articular las decisiones en el debate abierto y en acuerdos consensuales. Poco a poco, la eficacia política y la misma alternancia en el poder pasan a depender de la capacidad de los partidos para atender demandas sociales sentidas
. 

En el segundo capitulo, se trata del desarrollo Humano Sostenible que es la otra cara del proceso de transición donde se refiere a la modernización económica, entendida en un doble sentido: primero, en cuanto a crear sectores productivos dinámicos, pilares nuevos del desarrollo, romper las limitaciones principales al crecimiento sostenido; segundo, en cuanto a adaptar el país al nuevo orden internacional, caracterizado por la libertad comercial y financiera transfronteriza, tanto como por cambios tecnológicos incesantes, al tiempo que el Estado cede funciones al mercado y se cancelan patrimonialismo y privilegios no ganados en el mercado. 

Se analizan las políticas sociales de la República Dominicana desde la perspectiva tanto de la modernización política como económica tomando en consideración los Objetivos de desarrollo del milenio (ODM) planteados por las Naciones Unidas en la Declaración del Milenio, en el año 2000, protección y asistencia social, así como las políticas sociales implementadas por el gobierno en los últimos diez años.
Resaltar los verdaderos objetivos de las políticas sociales, tales como: garantizar el ejercicio de los derechos socioeconómicos y culturales de toda la ciudadanía, reducir el número de personas que vive por debajo de la línea de pobreza, promover el desarrollo de los talentos potenciales en todos los grupos de la sociedad y procurar evitar que ni el poder ni la riqueza ni los frutos del progreso se concentren en unos pocos, de tal manera que restrinjan el ámbito de libertad para las generaciones presentes y futuras. 
En el Cuarto capítulo se hace una sipnosis interrelacionando la conceptualización de riqueza y bienestar para determinar la existencia o no de una verdadera equidad social en la República Dominicana, así como el crecimiento económico, la garantía por parte del Estado, la distribución de la riqueza, el bienestar y la cohesión social. 

En la República Dominicana existe una disparidad creciente entre la capacidad de expansión mostrada por la economía y la calidad de sus resultados sociales. En los últimos diez años el PIB se duplicó, sin embargo, el crecimiento real por habitante solo se multiplicó por 1.25 su incremento. Este crecimiento no se volcó con la misma intensidad a favor de la mayoría equivalente en el plano del bienestar social promedio de los habitantes.
Finalmente, se hace un análisis comparativo de la compatibilidad del desarrollo económico con la equidad social en la República Dominicana para el período 2000-2010, donde las prescripciones de crecimiento y desarrollo no expresan los grados de equidad social necesarios, por lo que resulta difícil por no decir imposible, construir un perfil de una autentica sociedad progresista. 
Aún con el crecimiento económico que en los últimos años ha venido teniendo la República Dominicana, existe un amplio segmento de la población que sigue viviendo en la pobreza extrema y en la marginalidad, sin un horizonte de futuro seguro.
La concentración del ingreso perjudica al crecimiento económico, la desigualdad crea tensiones sociales que castiga a la inversión y genera perdida de capacidades en la sociedad. 
OBJETIVO GENERAL

Analizar  La Compatibilidad del Desarrollo Económico  con la Equidad Social en la República Dominicana, 
PerÍodo 2000-2010

OBJETIVOS ESPECÍFICOS

1. Establecer los antecedentes históricos en el crecimiento económico en la República Dominicana.
2. Describir la situación actual del Desarrollo Humano Sostenible, el Rol del Estado, la descentralización y la participación ciudadana.
3. Revisar la implementación de las políticas sociales de protección y asistencia en la República Dominicana.
4. Comparar las estrategias del Estado para la distribución de los ingresos y de Riqueza con el Bienestar y la Equidad Social en la República Dominicana.
5. Determinar si existe compatibilidad del Crecimiento Económico con la equidad social en la República Dominicana. 
Aspectos metodológicos
TIPO DE INVESTIGACIÓN

El análisis de esta temática estará fundamentado en paradigmas descriptivos, porque en ella se tratara principalmente de medir aquellos aspectos de la realidad dominicana por sí mismo y resolver determinados problemas que aquejan a la clase más desposeída, con la aplicación práctica de alternativas para el análisis de la compatibilidad del desarrollo económico con la equidad social en la República Dominicana, para el período 2000-2010. 

UNIVERSO

La población o universo de estudio estará integrada por el Análisis comparativo del desarrollo económico y la equidad social de  los países Latinoamericanos y la República Dominicana, así como por los aportes obtenidos a través de consultas, que con ese mismo interés vienen desarrollando los países más avanzados del mundo.  
MUESTRA

La investigación se concentra básicamente en el análisis y en las observaciones de la realidad de la República Dominicana, considerándose desde el punto de vista del estudio institucional y democrático, la sostenibilidad de un crecimiento económico que con voluntad política de los actores que dirigen el poder, se pueda lograr una justa distribución de los ingresos, mayor oportunidades y la reducción de la tasa de pobreza, a través de la efectiva aplicación de políticas sociales implementadas por el Estado para dar respuesta a las necesidades más perentorias de la ciudadanía.
METODOS

El modelo es práctico y la técnica a utilizar es el método deductivo y estructural, con una muestra por conveniencia de tipo jurídico, ya que se realizarán estudios preliminares del problema y de tipo jurídico exploratorio, porque se identificarán similitudes con algunas políticas de desarrollo económico y equidad social Latinoamericana y del mundo.

TÉCNICAS

Para desarrollar un mejor trabajo de investigación, y, por tratarse de un estudio con marcado carácter bibliográfico, se hará uso de dos técnicas: Fichas de resúmenes, síntesis y análisis de cédulas de información. Además de la técnica de Búsqueda Bibliográfica (libros, revistas e Internet y entrevistas a expertos en el área económica). 

LA FUENTE DE INVESTIGACIÓN DE DATOS

Primarias: El estudio responde a la obtención de datos bibliográficos acerca del Desarrollo Económico y Equidad Social. Se consignan datos cuantitativos por tabulación de encuestas realizadas por el Banco Central de la República Dominicana para establecer una compatibilidad entre el Desarrollo Económico y la Equidad Social para este trabajo de investigación.
Secundarias: Estarán compuestas por las informaciones accesorias que fundamentan el manejo teórico del tema, con utilización preferente de libros, Revistas, Internet, Organismos e Instituciones.

MEDIOS Y FUENTES

Para hacer posible la realización de esta investigación se ha planteado la recopilación de libros, revistas y periódicos que tienen que ver con la materia, así mismo una compilación de las leyes, normas, resoluciones, reglamentos y disposiciones que se encuentran en el Banco Central de la República Dominicana, en instituciones económicas y financieras del país, así como documentos afines mediante visitas a bibliotecas.

ANÁLISIS Y PRESENTACIÓN DE DATOS

Estos serán expuestos de manera literal, y si es necesario en cuadros y gráficos estadísticos. Los datos obtenidos se procesaran a fines de generar resultados, ordenando los datos, que a su vez serán analizados.

REVISION DE LITERATURA

En vista de la gran existencia de material bibliográfico, revistas, periódicos, etc. sobre la temática, por su novedad e importancia, a través del internet, se ha contactado diferentes tópicos de análisis del tema tratado. Dicha literatura se organizará de la manera siguiente: 

a) Obtención de la información documental.

b) Ordenación de los datos a partir del diseño de las variables 

c) Procedimientos analíticos de la información 

d) Cotejo de la información de las entrevistas y su tabulación 

e) Presentación de los resultados.

Justificación del tema
Las tendencias que provocan la globalización y las políticas de ajustes llevan al aumento amenazas pero también de oportunidades, donde la particularidades territoriales son de suma importancia para desarrollar una capacidad estratégica local, y para ello cada  país dispone de un conjunto de recursos humanos, naturales y financieros, un patrón histórico y cultural e infraestructuras, de un saber tecnológico que constituye su pontencial de desarrollo.
Como las políticas sociales están asociadas a los actores que en ella intervienen de los cuáles  dependerá su implementación. Si la participación en estas decisiones es escasa y los usuarios se convierten en observadores pasivos de la gestión, es por que éstas se formulan de manera exclusivamente técnica, muchas veces con fines políticos y no para su verdadera aplicación.
El desarrollo humano de un país depende de una serie de acciones que propicia un entorne favorable para sus ciudadanos, tales como la equidad, la participación, el crecimiento económico, la sostenibilidad y la seguridad humana, en las dimensiones política, social, económica y cultural.
Plantear el conjunto de factores que inciden de manera integral en el desarrollo humano y que deben ir de la mano del desarrollo económico para lograr una mayor equidad social, en términos de salud, educación, bienestar, medio ambiente, tecnología, entre otras, para la calidad de vida, como eje fundamental de la persona.
Confirmar que no habrá una mejora sustentable en el bienestar humano, sin el crecimiento económico; y que nunca será innecesario este crecimiento para garantizar el bienestar y la equidad social entre las personas. Todo dependerá de la voluntad política de los actores que dominan el poder para distribuir los niveles de ingresos con mayor equidad, justicia social y lograr un creciente desarrollo humano.
Para que el ingreso y el desarrollo humano se vinculen en forma más estrecha, los países deben adoptar políticas para que la distribución de estos bienes y oportunidades económicas sean más equitativas, creando fuentes de empleos, seguridad ciudadana, salud, educación, etc.
En su mayoría la pobreza puede explicarse por un acceso inadecuado al ingreso, los bienes, los servicios sociales y las oportunidades laborales. La única solución a largo plazo es invertir en los pobres especialmente en salud, educación y formación para lograr encaminarlo a la corriente principal del desarrollo.
Planteamiento del problema
El problema del desarrollo sustentable, o mejor aún, de la sustentabilidad del desarrollo, tiene que ver con la equidad intrageneracional e intergeneracional en la apropiación de los recursos y en el logro de los beneficios derivados de la utilización de esos recursos, en la producción de bienestar.


En lo referente a la equidad intergeneracional, Robert Solow (Premio Nobel de Economía en 1977) la concibe como un problema de ahorro e inversión, es decir, un asunto de consumo hoy y de suministro para el futuro. En términos de equidad social y de ética no se pueden sacrificar las generaciones de hoy en aras de las criaturas del mañana. 

La pobreza en el mundo no es una cuestión de justicia social sino de inviabilidad para la sociedad. En consecuencia, la pobreza es un concepto ético, político, económico y técnico. Ético en cuanto tiene que ver con un problema de justicia social. Político en la medida que afecta las relaciones de poder entre los diferentes grupos de la sociedad y entre diferentes países (relaciones Norte-Sur). Económico porque afecta los procesos de acumulación de unas generaciones en detrimento de otras: La pobreza es a menudo una causa del deterioro de los recursos, por su parte la codicia puede ser otra. Técnico pues tiene que ver con el desarrollo de las fuerzas productivas y su consecuente eficiencia en el uso de los recursos y en el aprovechamiento de los desechos.


Respecto a la equidad intrageneracional es evidente que el agotamiento de los recursos y el deterioro del medio ambiente en buena parte son ocasionados por los países ricos. Los siguientes ejemplos nos ayudan a ilustrar esta afirmación. Los ciudadanos de los países ricos consumen 10 a 20 veces más recursos naturales que los de los países pobres, 12 veces más energía, 100 veces más agua; los países ricos producen 17 veces más residuos sólidos municipales por persona que los países pobres. 
Los países de la organización de Cooperación para el Desarrollo Económico (OCDE) producen el 77% de residuos industriales peligrosos y sólo cuentan con el 15% de la población mundial. Lo anterior significa que el estilo de desarrollo basado en el consumo y la ganancia infinitos es inequitativo y altamente destructor de la naturaleza y el medio ambiente. Un estilo de desarrollo como el mencionado, centrado en los valores de la sociedad industrial, conducirían a los países pobres a un callejón sin salida.

Existen países de alto índice de desarrollo económico, sin embargo, la esperanza de vida de sus ciudadanos es menor de 70 años, tienen alto índice de mortalidad infantil y un elevado nivel de analfabetismo. En tanto que otros países con menos crecimiento económico reflejan índices más favorables. ¿Por qué existe esta amplia divergencia entre ingreso y desarrollo humano? ¿Por qué cada vez es más amplia la brecha entre ricos y pobres? ¿Por qué existe tanta inequidad e injusticia social en el mundo?
CAPITULO I 

Crecimiento económico en la República Dominicana
1.1- Antecedentes Históricos

A través de la historia la economía de la República Dominicana a sufrido varias transformaciones inesperadas, siendo esto desde subidas hasta bajas repentinas, desde fraudes que afectan a toda la generación de divisas hasta el adueñamiento de toda la producción económica como es el caso del gobierno del dictador  Rafael Leónidas Trujillo Molina.

El monopolio que ejercía Trujillo sobre las actividades económicas más importantes del país, lo convirtió en el hombre más rico de la nación. La inversión de capital extranjero se redujo, y el dictador comienza a final de su período, a reintegrar la deuda externa que había eliminado totalmente. A partir de 1958 la crisis económica venía afectando considerablemente al pueblo dominicano con el aumento desproporcionado del desempleo y los artículos de primera necesidad
.

   En 1963 el Presidente Juan Bosch, es quien primero plantea una Reforma Agraria. Se interesó además en impedir cualquier tipo de corrupción administrativa. Bosch, a pocos meses de su gobierno, promulgó una nueva Constitución, de carácter liberal, que contemplaba las siguientes reformas en cuanto a lo económico: prohibió los latifundios privados, calificó el minifundio como antieconómico y antisocial, prohibición de la propiedad de los extranjeros en nuestro territorio, la implementación de la  Reforma Agraria y el derecho de los trabajadores a gozar de los beneficios de la empresa.

En ese año nuestro país sufre un notable desequilibrio económico. El Presidente Bosch toma entonces algunas medidas, tales como: recuperación de algunos bienes del Estado que se encontraban en manos de los Trujillo, solicitar a los empresarios anticipar el pago de los impuestos para pagar el sueldo a los empleados, plan de austeridad y restricción del gasto público y creó el Departamento de Control de Precios. 

El pueblo dominicano no estaba preparado para vivir en la democracia y libertad. Las medidas de Bosch boicotearon la política económica de la burguesía a favor de la clase pobre, lo cual entre otras causas provocan que a sólo 7 meses de gobierno, sea víctima de un Golpe de Estado con falsas acusaciones, poniendo fin a la nueva gestión económica, que incluía la Reforma Agraria.

Golpe de Estado y Política Económica del Triunvirato

La agitación social y las presiones de diversos sectores nacionales y extranjeros llevaron el gobierno a la derrota.

Los golpistas disolvieron el Congreso Nacional y declararon inexistente la nueva Constitución, poniendo en vigencia la Constitución de 1962. Entre las medidas económicas, cabe mencionar la subida de los precios de los artículos de primera necesidad.

Tomaron medidas a favor de la clase empresarial como estrategia para recobrar simpatía y adeptos. Entre éstas, se contemplaba la eliminación de impuestos de numerosos artículos de importación, concedieron préstamos al empresariado dominicano, incrementaron  los gastos del Estado, estimularon  la inversión privada. 

Estas medidas trajeron consigo un déficit económico en la balanza de pagos y un desorden en la economía nacional. La situación económica del país era muy precaria, lo que produjo el descontento social y el reclamo de los sectores populares por medio de diversas huelgas.

El Triunvirato sobrevivió precariamente mientras se mostraba su incapacidad administrativa. El comercio ilícito por parte del aparato estatal llegó a tales niveles, que empezó a perjudicar los intereses de los sectores burgueses. 

Debido a la gran inestabilidad política, económica y social se produjo en la Republica Dominicana una revuelta civil, denominada en la historia como la Guerra de Abril del 1965. Con la intervención  Norteamericana y la fuerza de paz instalada en el país se llegó a una negociación buscando una salida política, se escogió al Doctor Héctor García Godoy como nuevo presidente de la Republica.

La tarea del nuevo Presidente tenía como prioridad la reorganización del Estado en procura de crear las condiciones para la celebración de elecciones en 8 meses. Aplicó la sustitución de las importaciones, fomentó las exportaciones, liberó de impuestos a los artículos de primera necesidad, etc. La campaña electoral se caracterizó por el terrorismo en contra de la candidatura de Juan Bosch y en beneficio de Joaquín Balaguer, quien tomó la presidencia el 16 de agosto de 1966.

La economía durante los 12 años de Balaguer
El Presidente Joaquín Balaguer procedió a fortalecer el aparato económico nacional. Su política económica se basó en el fomento del sector agrario, incentivo de la producción industrial y estímulo a la inversión extranjera. El modelo desarrollista se basó en la construcción de infraestructura vial, grandes obras y planes habitacionales. Fomentó el parasitismo y  clientelismo político. 

La mayor inversión  de los fondos del presupuesto estuvo dirigida hacia la agricultura debido a la necesidad de cubrir la demanda interna y evitar las importaciones. Se introdujeron las leyes agrarias que aplicarían una reforma en el sector agrícola; estas leyes protegían al pequeño campesino por el Estado. Fueron rechazadas por los latifundistas, y su puesta en práctica resultó muy limitada.

El incentivo industrial fue uno de los propósitos fundamentales de los gobiernos de Balaguer. Mediante la ley sobre Incentivo y Promoción Industrial se exoneró del pago de impuesto a las maquinarias y a las materias primas para las nuevas industrias.

El gasto público estuvo dirigido fundamentalmente a las obras de infraestructura, además, numerosos consorcios y empresas principalmente norteamericanas recibieron concesiones ventajosas y estímulos para invertir en el país. A partir de la década de 1970 la economía dominicana sufre un cambio hacia una economía de servicios, pasando de esta forma la agricultura y la ganadería a un segundo plano.

La economía durante el gobierno del PRD

En 1978 fue electo el presidente Antonio Guzmán Fernández. Entre sus características se encuentran la ampliación de los gastos corrientes que crearía una demanda inducida para activar el apoyo a la producción agrícola y agropecuaria. Estos factores en lugar de estimular de desarrollo de los sectores productivos, trajeron consigo una crisis económica, déficit presupuestal, incremento de las importaciones y paralización de proyectos por falta de fondos. El Presidente tomó algunas medidas para encaminar la economía nacional, pero que sumada a los daños causados por el huracán David y la tormenta Federico no tuvo mejoría.

El presidente Guzmán fomento de manera sustancial el apoyo  a la producción agrícola por lo que los productos de la dieta diaria estuvieron al alcance del poder adquisitivo de la mayoría de la población. 

En 1982 fue electo como Presidente el Doctor Salvador Jorge Blanco. Sus medidas económicas giraron en torno a reducir el déficit fiscal y de la balanza de pagos a través de la eliminación de subsidios a los sectores productivos nacionales. Inició el tránsito hacia la economía de servicios iniciada por Balaguer. Sin embargo la crisis se agravó.

Esto trajo como consecuencias el aumento de la inflación, devaluación del peso, alto nivel de desempleo y deterioro de las condiciones de vida. El endeudamiento nacional crece nuevamente con la firma de un acuerdo con el Fondo Monetario Internacional, pero que con sus medidas sugeridas la situación empeoró. La inflación se disparó al 700% y se produjo un aumento de los precios de los productos básicos en un 200%.

Política económica de los 10 años de Balaguer

El país empezó a beneficiarse de una estabilidad macroeconómica que favoreció el desarrollo. Se redujo el nivel inflacionario, se controló el presupuesto fiscal y se redujo la deuda externa. El gasto público fue dirigido a la expansión y el crecimiento, centrado principalmente en la construcción. De esta manera enfrentó el desempleo, aumentó el flujo de dinero y la capacidad adquisitiva de amplios sectores.

Medidas económicas del PLD

En 1996, el  gobierno del Doctor Leonel Fernández inició con debilidad por la fuerte oposición que presentaba en el Congreso. Su programa de gobierno se centró en la modernización del Estado y las instituciones públicas a través de diversas reformas.

El presidente Fernández fomento  el  crecimiento económico en  la macroeconomía y la inversión extranjera, aunque este crecimiento no significa una reducción de la pobreza.

El gobierno de Hipólito Mejía

 
Entre 2000 y 2004, el gobierno de Hipólito Mejía, introdujo cambios que impactaron a la economía dominicana. Relegación de reformas que estaban en curso, desaceleración de la oferta exportable (algo que ya había comenzado en el anterior gobierno de Fernández), y sobre todo, la crisis cambiaria y bancaria (La quiebra de los bancos  Baninter, Bancredito y Mercantil), quiebra que ascendió cerca del  15-20% del PIB anual, unido a la corrupción administrativa generalizada y asociada a estas quiebras, y debido a la acentuación de la crisis del sector eléctrico, compendian un cambio de naturaleza nunca vista en la economía dominicana. La magnitud de la crisis hizo colapsar sectores completos de la economía, y se estima, que entre un 12 a un 15% de la población pasó de ser pobre a muy pobre o indigente. Esto significa cerca de 2 millones de personas.

1.2- Fuentes del Crecimiento

 
República Dominicana es un país en vías de desarrollo, de ingreso medio, dependiendo, principalmente, de los servicios y las remesas. Aunque el sector servicios ha sobrepasado a la agricultura como el principal proveedor de empleos (debido, sobre todo, al auge y crecimiento del turismo y las zonas francas), la agricultura todavía se mantiene como el sector más importante en términos de consumo interno y está en segundo lugar (detrás de la minería) en términos de exportación. El turismo aporta 3,500 millones de dólares al año. Zonas Francas y turismo son los sectores de mayor crecimiento. Las remesas por su parte de dominicanos viviendo en los Estados Unidos se estiman en unos 2,500 millones de dólares por año. 

República Dominicana entró en un período de crecimiento sostenido moderado y una inflación controlada hasta 2002, luego del cual, la economía entró en recesión. A pesar de un creciente déficit comercial, el turismo y las remesas han ayudado a obtener reservas en moneda extranjera. En la actualidad, las remesas provenientes de Estados Unidos, Europa y otros países, constituyen parte de la economía nacional. 

  República Dominicana, un país de 9.7 millones de habitantes (Censo 2008), ha tenido un régimen político electoral estable desde 1966. Presenta un índice de desarrollo humano medio de 0.779 (2005) que la sitúa en el rango 79 entre 177 países del mundo, según el Informe Mundial sobre Desarrollo Humano 2007 del PNUD. El IDH ha crecido entre 2000 y 2004 aunque menos rápidamente que entre 1995-2000 debido a la reducción del crecimiento económico. En efecto, la economía del país registró un alto crecimiento entre 1992 y 1998, que continuó desde 2000, aunque retardando su ritmo. Pero en 2003-2004, el país sufrió una fuerte crisis financiera, económica y social con el colapso de tres bancos principales del sistema financiero, la consecuente crisis de confianza y fuga de capitales, inflación y caída del PIB. La crisis obligó a una depreciación del 100% de la moneda, que originó un 30% de reducción de los ingresos reales. El gobierno que asumió en agosto de 2004 ha aplicado una estrategia que ha conseguido restablecer el crecimiento económico (9.3% en 2005, 7% en 2006 y 8% en 2007). de la pobreza y los ingresos reales. Según el Banco Mundial, entre 2003 y mayo de 2004, 15% de la población (1,4 millones de personas) cayó en la pobreza y 7.5% (600,000 personas) cayó en la extrema pobreza. En la primera mitad de 2004, 42% de la población se hallaba bajo la línea de pobreza, 16% en la pobreza extrema. Según el Informe de Coyuntura 2000-2004 realizado por el PNUD, la incidencia de la pobreza aumentó desde 22,1% en 2000 a 35,3% en 2004, en tanto el porcentaje de indigentes se incrementó de 8.2% a 12,8%. Según este informe, la desigualdad del ingreso habría mejorado, dado que el coeficiente de Gini bajó de 0.56 a 0.52, que es igual al promedio para toda la región de América Latina y el Caribe. 

El turismo, las zonas francas y las telecomunicaciones han sido las principales fuentes de crecimiento en la economía dominicana. El crecimiento estelar de estos sectores en dicha economía, aunado a los flujos continuos de remesas y al aumento en las construcciones, ha disminuido la necesidad de nuevas reformas económicas. 

1.3-Recursos y progresos tecnológicos

La República Dominicana desarrolla una serie de proyectos tecnológicos que, junto a los procesos de eficientizar la administración y la integración socioeconómica, lo colocan a la altura de los países más desarrollados de América Latina.

La política comercial dominicana procura eliminar el déficit existente en materia de tecnologías, disminuir los niveles de pobreza, fortalecer la integración comercial y servir de garante a la institucionalidad
.

El país trata de fortalecer el marco institucional en ciencia, tecnología e innovación, a través del apoyo a iniciativas que contribuyan a consolidar la capacidad del sector público para formular y ejecutar políticas públicas en dicha área. 

Dentro de las políticas de innovación, competencias y tecnologías, la Republica Dominicana tiene como objetivos principales: Diseñar e iniciar programas de investigación, desarrollo e innovación que contribuyan a mejorar la calidad de los bienes, productos y servicios generados por la economía nacional, asi como avanzar en la formación de recursos humanos para la ciencia, la tecnología y la innovación, y a la vez diseminar las nociones de la ciencia y la tecnología como parte de la cultura nacional, contribuyendo a la cohesión social de la nación. 

1.4- Producto Interno Bruto

El PIB es el valor de todos los bienes y servicios finales producidos en una economía en un año, los bienes y servicios finales son aquellos que no se usan como insumos en la producción de otros bienes y servicios, sino que los compra el usuario final. Dichos bienes incluyen los bienes de consumos y los servicios, y también los bienes de consumo duraderos nuevos. Cuando medimos el PIB no se incluye el valor de los bienes y servicios intermedios producidos.

Para la cuantificación del aumento o disminución del PIB, se usan los precios de los bienes y servicios finales que prevalecían en algún período base, un nombre alternativo del PIB real es el de PIB a dólares o a precios constantes.

La tendencia del PIB real aumenta debido a tres razones:

a.- El crecimiento de la población 

b.- El crecimiento del acervo del equipo de capital 

d.- Los avances de la tecnología 

La tendencia ascendente del PIB real es la principal causa del mejoramiento del nivel de vida. El ritmo de este movimiento ascendente ejerce un efecto poderoso sobre el nivel de vida de una generación en comparación con la que le antecedió. Si la tendencia del PIB real es ascendente en 1% anual tardará 70 años en duplicarse el PIB real, pero una tendencia de crecimiento del 10% anual duplicará el PIB real en tan sólo 7 años.

Durante el primer trimestre del 2010, la economía dominicana, medida a través del Producto Interno Bruto (PIB), en términos reales, exhibió un importante dinamismo al registrar un crecimiento de 7.5%, evidenciando así el proceso de recuperación iniciado en el último trimestre del pasado año, en un escenario económico en el que aún gravita la crisis económica internacional. Este nivel de desempeño representa una notable evolución respecto al aumento de 1.0% alcanzado en igual trimestre de 2009, sustentado en el comportamiento favorable que muestran la mayoría de las actividades económicas, las cuales resultaron favorecidas por las medidas de política económica implementadas por las autoridades desde el pasado año. 

Es preciso destacar, que las actividades económicas orientadas a satisfacer la demanda interna continúan sustentando el crecimiento económico registrado en el primer trimestre del presente año, al igual que ocurrió en el 2009, destacándose desde finales de ese año la reactivación de la construcción pública y privada, actividad que ejerce un importante efecto multiplicador en otras actividades económicas como la manufactura local y el comercio, así como en las importaciones de bienes, además del impacto en la generación de empleos. 

En efecto, se destaca el aumento registrado en la Construcción, 19.4%; Comercio, 15.7%; Agropecuaria, 9.6%; Energía y Agua, 9.5%; Manufactura Local, 9.3%; Intermediación Financiera y Seguros, 7.3%; Comunicaciones, 6.0%; Transporte, 5.0%; Salud, 4.4%; Otros Servicios, 4.2%; Enseñanza, 3.1%; Hoteles, Bares y Restaurantes, 3.0%; Alquiler de Vivienda, 3.0% y Administración Pública, 2.4%. Estas actividades representan en conjunto el 90.2% del PIB. Por el contrario, algunas de las actividades económicas vinculadas a la demanda externa continúan exhibiendo un desempeño negativo, reflejando los efectos de la crisis global en la economía dominicana, tal es el caso de Minería (-5.5%) y Zonas Francas (-11.5%)
.
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1.5- Tasa de crecimiento y niveles de ingreso

La tasa de crecimiento es la manera en la que se cuantifica el progreso o retraso que experimenta un país en un período determinado. Generalmente se lo toma con relación al PIB real, e ingreso per cápita real; y comparándolo entre países.

Los países pobres pueden convertirse en países ricos y de hecho muchos países lo han logrado: ejemplos como los de Hong Kong, Singapur, Malasia, Taiwán y China, son claros. Lo lograron alcanzando tasas altas de crecimiento del ingreso real per cápita durante períodos prolongados.

 
A pesar de la crisis financiera internacional, la economía dominicana registró un crecimiento del 3,5% durante 2009 (2,1% por habitante). Este crecimiento refleja un repunte significativo de la actividad económica a partir del cuarto trimestre de 2009, asociado al impulso fiscal financiado con recursos multilaterales en el marco de un nuevo acuerdo suscrito con el Fondo Monetario Internacional (FMI). 

A pesar del impulso fiscal, y como resultado de los ajustes previos, el déficit primario del gobierno central se redujo del 1,9% al 1,5% del PIB. Dado el incremento de los gastos por concepto de pago de intereses, el déficit global se mantuvo en un nivel similar al observado en 2008 y alcanzó el 3,4%. A partir del segundo semestre de 2010, el gobierno contempla la implementación de un plan de consolidación fiscal que permitirá reducir el déficit del gobierno central a un 2,6% del PIB. 

El agudo deterioro de la demanda interna, que creció apenas un 1,2% en comparación con un 8,1% en 2008, y la mejoría observada en los términos de intercambio se tradujeron en una disminución del déficit de la cuenta corriente de un 9,9% en 2008 a un 5% en 2009
. 

A fin de mitigar los efectos de la crisis financiera internacional, durante 2009 el banco central redujo significativamente su tasa de referencia. Sin embargo, ante la menor demanda interna y el descenso de los precios internacionales de los alimentos y combustibles, la inflación en 12 meses fue de un 5,8%, inferior a la meta establecida en el programa monetario. 

1.6- Política económica y de crecimiento

La economía dominicana creció 7.5% durante el primer trimestre del año 2010, marcando una notable evolución con respecto al aumento de 1.0% alcanzado en igual trimestre de 2009. Las actividades económicas orientadas a satisfacer la demanda interna continúan liderando el proceso de recuperación económica iniciado el pasado año. En ese sentido, se destacan los aumentos observados en actividades como: Construcción, 19.4%; Comercio, 15.7%; Agropecuaria, 9.6%; Energía y Agua, 9.5%; Manufactura Local, 9.3%; Intermediación Financiera y Seguros 7.3%; y Comunicaciones, 6.0%.  

Por el lado del gasto en términos reales, en el periodo enero-marzo de 2010 el consumo final registró un aumento de 8.3% y la formación bruta de capital creció 15.3%. La evolución del consumo final estuvo impulsada por el crecimiento de 8.3% del consumo privado, variable que representa el 89.2% del PIB. Otro factor que contribuyó a la expansión del PIB durante el primer trimestre del año fue un aumento de 8.7% en las exportaciones de bienes y servicios.

La recuperación económica continúa en un entorno de estabilidad de precios. Durante el primer trimestre del año, el Índice de Precios al Consumidor (IPC) registró una variación acumulada de 2.33%. En términos anualizados, la inflación alcanzó 7.43% al cierre de marzo y se espera que en lo que resta del año siga una evolución favorable para cumplir la meta de 6-7% aprobada en la carta de intención del Acuerdo Stand-by con el FMI. 

En el sector externo, la balanza de pagos del país finalizó el primer trimestre de 2010 con un balance global deficitario de US$571.1 millones. La cuenta corriente registró un déficit de US$487.0 millones, debido principalmente al impacto en las cuentas externas del incremento en los precios de los combustibles de 53.6% durante el primer trimestre. 

Las importaciones totales ascendieron a US$3,376.1 millones en enero-marzo, lo que implica un crecimiento de 23.5% en comparación con igual periodo del año anterior. Las exportaciones totales de bienes, por otro lado, alcanzaron durante enero-marzo de 2010 un monto de US$1,418.7 millones, impulsado por el aumento de 55.0% en las exportaciones nacionales. 

El sector financiero mostró un desempeño favorable al cierre de marzo de este año con respecto a igual fecha del año 2009. La cartera de crédito total, el renglón de mayor ponderación dentro de los activos totales del sector, alcanzó RD$425,633.3 millones, para un crecimiento anualizado de 18.7% o RD$67,168.1 millones con relación a marzo 2009. 

Durante los primeros tres meses del año, la economía dominicana continúa consolidando la recuperación que se inició en la segunda mitad del año pasado, luego de una fuerte desaceleración como resultado de la crisis financiera internacional
. 

1.7- Productividad y Competitividad 

El modelo de inserción externa seguido por la República Dominicana en el último cuarto de siglo ha generado enclaves dinámicos que tienen pocos eslabonamientos con el resto del aparato productivo. Las exportaciones han crecido a tasas de dos dígitos, mientras que el resto de la economía registraba tasas sustancialmente menores, asimetría que se ha puesto gravemente en evidencia ante la irrupción competitiva de China y otros productores asiáticos dinámicos.
En el caso dominicano la mayor parte de la tecnología transferida en zonas francas es en el área de tecnologías de organización de la producción y, dada la falta de vinculación entre zonas francas y la industria nacional, estos conocimientos no son diseminados fácilmente al resto de la economía nacional.

Las exportaciones industriales dominicanas enfrentan una creciente competencia tanto de países asiáticos como de la subregión. El análisis del desempeño exportador muestra que seis de los 10 principales productos a 10 dígitos del sistema armonizado, exportados a Estados Unidos, fueron desplazados entre 2000 y 2006 por exportaciones de China, India, México, Honduras y Nicaragua.

El sector exportador dominicano se encuentra en una encrucijada, ya que sus mayores salarios relativos le dificultan competir con países de la subregión, como Honduras y Nicaragua, y con países asiáticos también con menores costos. Por otra parte, en industrias como la electrónica y equipo médico enfrenta la competencia de México, país con una mayor base industrial, mayor capital humano y aprendizaje acumulado en dichas industrias. El gran reto es fortalecer la competitividad a través de cambio tecnológico (innovación de producto y proceso) que permita incrementar la eficiencia productiva y la calidad y ofrecer productos con mayor valor agregado nacional.

La industria nacional, por su parte, enfrenta el imperativo de modernizarse e incrementar su eficiencia. La dualidad entre zonas francas y la industria nacional no solo radica en la marcada orientación exportadora de las primeras y la reducida integración entre ambas; también en la calidad y eficiencia productiva que caracteriza a las zonas francas, producto de su inmersión en la competencia de los mercados internacionales y de las cuales carecen un gran número de empresas de la industria nacional. La firma del DR-CAFTA presenta enormes retos para la industria nacional.

Por una parte, la exportación, directa o indirecta, exige altos estándares de calidad, capacidad de abastecer grandes volúmenes y cumplimiento puntual de los tiempos de entrega. Por otra parte, la competencia en el mercado interno, sobre todo en bienes estandarizados y con bajo valor agregado, se intensificará.

Hay varias iniciativas que el gobierno ha puesto en marcha para el fomento industrial y la innovación. Los fondos comprometidos por el gobierno central son insuficientes para que las iniciativas tengan el efecto esperado y se les pueda dar continuidad. 

En consecuencia, incluso las iniciativas más recientes persisten en tratar por separado a las zonas francas de la industria nacional, contribuyendo a la dualidad entre estos dos sectores de la industria manufacturera dominicana.

1.7.1- EMPRESAS Y CLASIFICACION

Conforme a datos ofrecidos por la Oficina Nacional de Estadísticas (ONE) en el “Directorio de Empresas y Establecimientos 2010”, la República Dominicana cuenta con Treinta y Nueve Mil Veintinueve (39,029) empresas formales. De las cuales una (1) de cada tres (3) empresas pertenece al sector comercio, mientras una (1) de cada nueve (9) a la industria manufacturera.

Las empresas del sector formal registradas en el país se distribuyen, según su principal actividad económica, de la siguiente manera: 33.8% pertenece a comercio, 11.0% a industrias manufactureras, 7.2% a actividades inmobiliarias, 7.0% a actividades profesionales, científicas y técnicas, 6.5% a actividades financieras y de seguros y 5.5% a alojamiento y servicios de comida.

Además, 5.4% de las empresas son de algún nivel de enseñanza y 4.4% de algún sector de la construcción. El restante 19.2% se reparte entre las demás actividades económicas no mencionadas anteriormente.

Sobre la ubicación quedó demostrado que los tres grandes polos poblacionales concentran la mayor cantidad de las empresas: 42 de cada 100 empresas localizan su oficina principal en el Distrito Nacional y 7 de cada 10 están ubicadas entre el DN, la provincia Santo Domingo y la ciudad de Santiago.

Por otro lado, el 98.2% del total de las empresas del país son micro, pequeñas y medianas empresas, de acuerdo con el informe financiero de la Tesorería de la Seguridad Social (TSS) de diciembre del 2010, las cuales generan  1,290,500 empleos formales. 

Según la distribución de establecimientos por actividad, el Comercio al por mayor y al por menor y reparación de los vehículos de motor y de las motocicletas encabezan la lista con 27, 284; las actividades financieras y de seguros con 6,715; Servicios Turísticos 5,147; las industrias manufactureras con 4,524; Arquitectura, Ingeniería y Construcción 4,174, actividades inmobiliarias 2,796;  actividades profesionales científicas y técnicas 2,736; actividades Jurídicas y de contabilidad 835, Enseñanza 2,582, Salud Humana 1,017; Información y Comunicación 1,292; Transporte Terrestre y Aéreo 532. 

1.7.2-TRABAJADORES PUBLICOS Y PRIVADOS

Según el Ministerio de Administración Pública (MAP), en la República Dominicana existen actualmente 450 mil empleados públicos, de los cuales, 270 mil  corresponden al Gobierno central y los demás a instituciones descentralizadas. Sin embargo, en el Sector Privado hay 1,027,583 empleos formales.

Por otro lado, existe una alta incidencia de la informalidad debido a la precariedad en las oportunidades y condiciones de trabajo. Actualmente hay un total de 2,262,534 trabajadores urbanos con más de 14 años, alrededor de 1,224,576 labora en condiciones de relativa ilegalidad, cerca de 1,480,482 carecen de provisiones para la vejez, y unos 1,133,598 son trabajadores que laboran en unidades de pequeño tamaño o bien trabajadores por cuenta propia de baja escolaridad.

Los trabajadores y trabajadoras formales trabajan una mayor cantidad de horas por semana, reciben mayor ingreso por hora y trabajan con mayor frecuencia en actividades secundarias que sus contrapartes informales. Asimismo, los trabajadores formales tienen generalmente mayor satisfacción con su trabajo que los informales, aunque las diferencias son modestas y además surgen algunas diferencias destacables al indagar al interno de los informales y la satisfacción con aspectos más concretos. Por ejemplo, los trabajadores informales se encuentran ligeramente más satisfechos que los formales con la flexibilidad de horario en sus trabajos.

En término general,  el 57% de trabajadores ganan menos de RD$10,000 al mes. 

Proporción de la población con ingresos inferiores a 1 dólar PPA (paridad del poder adquisitivo) por día, 2000 - 2009

	Año
	Porcentaje

	   
	

	2000
	2.20

	2001
	1.70

	2002
	2.20

	2003
	2.60

	2004
	2.95

	2005
	3.90

	2006
	3.10

	2007
	2.65

	2008
	2.50

	2009
	2.10

	
	


Fuente: http://sinid.one.gob.do/

En otro orden, un alto porcentaje de la población no cotiza para un plan de pensiones de vejez. Entre los trabajadores por cuenta propia, la razón predominante es que el nivel de ingreso impide un ahorro precautorio para la vejez, razón que es también importante entre los asalariados y los patrones de negocios propios, aunque en menor medida. De igual modo, entre los asalariados influyen también la convención social (“la mayoría de los trabajos son así”) y el arreglo o imposición del empleador mediante el cual la remuneración efectiva se reduce cortando la contribución a una pensión de vejez (“el jefe sólo lo acepta si es así”). Un porcentaje importante de los asalariados, especialmente los jóvenes, muestra un alto descontento del futuro (“no vale la pena ahorrar para tan lejos” y “prefiere que le paguen más en el momento actual”). La desconfianza en el sistema de seguridad social no es un factor preponderante, excepto entre los patrones, los cuales en su mayoría están ahorrando por cuenta propia.

Esto significa que el objetivo de lograr un mayor nivel de empleo y de mejor calidad no debe circunscribirse a reducir el empleo informal, sino abarcar también a elevar la calidad del empleo en el sector formal. En definitiva, esto requiere aumentar el nivel de productividad en el sector formal y en la economía en su conjunto.

Asimismo, debe ponerse cuidado en que las políticas públicas establezcan los incentivos adecuados (haciendo atractiva la formalidad a la vez que se sanciona la ilegalidad) para que las empresas y los trabajadores encuentren conveniente participar en la economía formal.

En tal contexto, la formulación de políticas públicas en torno a la informalidad no resulta una tarea fácil, y debe abarcar acciones que incidan en el ámbito educativo, en la capacitación laboral, en las regulaciones para la operación de negocios, en la legislación laboral, en el diseño de los esquemas contributivos y no contributivos de la red de seguridad social, en el apoyo para el desarrollo de las micro, pequeñas y medianas empresas, y en la fiscalización impositiva y laboral, entre otros. 

Otro indicador de pobreza es el trabajo en menores, aunque no se dispone de cifras oficiales, se estima que en República Dominicana hay unos 15 000 talleres mecánicos que dan empleo a menores de edad y, si se piensa que en cada uno de estos centros de servicios hay un promedio de cuatro trabajadores de esta índole, la cifra global sería de aproximadamente 60 000 menores trabajando en mecánica automotriz. Estos talleres proliferan en las ciudades, especialmente en los barrios pobres, donde se convierten en una fuente importante de empleo para grandes y chicos.

De acuerdo con una encuesta realizada por la Ministerio de Trabajo, en República Dominicana, el número de niños, niñas y adolescentes trabajadores (entre 5 y 17 años) es de 436 000, cifra que, en términos proporcionales, equivale al 17% de los 2,4 millones que conforman esa población. Las zonas rurales y las áreas pobres de las ciudades son los lugares donde más se concentra la explotación laboral infantil.

Con respecto a las tareas que realizan estos menores, dicha encuesta señala que aproximadamente 28% se desempeñan en el área de servicios personales y domésticos (allí hay desde limpiabotas hasta servidoras domésticas), 21% laboran en el comercio y las ventas, 18%, en el ámbito agropecuario y 16%, en labores artesanales y manufactureras. El resto realiza trabajos no especificados.

Por otra parte, datos de la CEPAL (Comisión Económica para América Latina) indican que en las áreas urbanas solo el 25% de los adolescentes (entre 12 y 17 años) que trabajan, asisten a la escuela. En las áreas rurales, este porcentaje se reduce drásticamente a un15%3. Tanto en las zonas rurales como en las urbanas, la deserción escolar supera el 50% en los sitios de mayor concentración de trabajo infantil.

1.7-3- CONSORCIOS EMPRESARIALES DOMINANTES
 Los grandes consorcios empresariales en República Dominicana están dominados por un número reducido de familias, como son: la familia Vicini, Bonetti , Barceló , Villeya, Hazim Azar, , Corripio, Troncoso , Cáceres, Brugal , Ariza, León Asencio , Peynado , Armenteros , Haché , Vitienes , Pellerano, , Espaillat , Bermúdez , Tavares , Thomén, Grullon.

De ese grupo, cuatro familias controlan la producción de rones y cervezas. Barceló, Bermúdez y Brugal controlan el 92 por ciento de la producción de los rones, mientras que la familia León Asencio domina el 90 por ciento de la producción de cervezas.

La familia León Asencio, a través de su empresa E. León Jiménez, a la que está asociada la norteamericana Philips Morris, domina también la producción de cigarrillos en un 85 por ciento.

En la comunicación telefónica, TRICOM, de la familia Pellerano-Ricart-Romano, ha entrado de lleno en la competencia, al igual que la All American and Cable (AARC), donde José Armando Bermúdez es uno de sus principales accionistas, contra la empresa norteamericana CODETEL, que mantiene el control. TRICOM está asociada a la estadounidense Motorola.

La familia Vicini-Cabral hegemoniza la producción de acero a través de METALDOM, con un 90 por ciento.

Las familias Armenteros y Bonetti, y la familia Vitienes hasta hace poco, controlan la producción de jabones y detergentes en un 95 por ciento. La empresa LAVADOR, de la familia Vitienes, en 1996 fue adquirida por la compañía norteamericana Colgate-Palmolive.

        La producción nacional, así como la venta de los azúcares (a nivel nacional e internacional), está controlada por el Central Romana, de los Franjul y por los tres ingenios de la familia Vicini-Cabral. (El Consejo Estatal de Azúcar, propiedad del Estado Dominicano, también incide en la producción y venta de los azúcares y sus derivados.

          Sanitarios Dominicanos, S. A., de la familia Haché, y Cerámica del Caribe, de varios accionistas, donde también está la familia Haché, hegemonizan la fabricación de sanitarios.

El transporte aéreo desde y hacia la República Dominicana está hegemonizado por las líneas aéreas internacionales, principalmente las norteamericanas. Tiene cierta incidencia la Aerolíneas Dominicanas, de J. Armando Bermúdez, que opera vuelos internos y hacia algunos países del Caribe. (La línea aérea nacional, Dominicana de Aviación, sigue cerrada por descapitalización).
         Pinturas Tropical y Popular de Pepín Corripio; Pinturas Tavares, de la familia Tavares, dominan la producción nacional de pintura.

         La fabricación de cemento la controla la familia Haché, Cementos Cibao y Cementos Nacionales, en esta última empresa, la CEMEX es accionista principal. (La Fábrica Dominicana de Cemento o “Cementera”, que producía el Cemento Colón, fue vendida en 1998 por el Estado Dominicano a la Holder Bank, la líder mundial del cemento. Esta empresa se ha anunciado comenzará a operar con un nuevo nombre, pero su marca seguiría siendo Cemento Colón).

La familia Villeya – San Martín posee industrias y empresas, que son de las primeras en la producción de fertilizantes, agroquímicos y de financiamiento a estas actividades productivas. Es dueña de Fertilizantes Químicos Dominicanos (FERQUIDO), Fertilizantes Santo Domingo, S. A., (FERSAN), Interquímicas, S.A., e Inversiones Agrícolas Ganaderas e Industriales, C. x A.
          Algunas de estas familias, además de ser industriales nacionales, son a la vez grandes importadores, y sirven de representantes de empresas extranjeras. Entre estas se destacan: Euromotors, de Pepín Corripio; Santo Domingo Motors, C. por A., de la familia Barletta Cabral; Reid Pellerano, C. por A., de la familia Reid Pellerano; y Delta Motors, de la familia Peynado. Estas empresas son grandes importadores de vehículos de motor.

Brugal y Co., C. por A., es una gran importadora de medicinas.
         Distribuidora Corripio, de Pepín Corripio; la Curacao, de la familia Pellerano-Ricart Romano; y Plaza Lama, de la familia Lama, son los que controlan la gran importación de electrodomésticos, siendo Corripio el principal.
          El Banco Popular Dominicano, el Banco Hipotecario Dominicano (BHD), el Banco Metropolitano, Credibanco, Banco Regional Dominicano (Banregión), Asociación Popular de Ahorros y Préstamos, Banco del Comercio, Banco Gerencial y Fiduciario y el Banco del Progreso, son dominados por estas poderosas familias que junto al City Bank (norteamericano) y al banco de Reservas (del Estado Dominicano), controlan el sistema financiero nacional. 
También dominan el negocio de los seguros.

Estas familias controlan las universidades privadas, las cuales reciben recursos económicos y técnicos de organismos internacionales. En esas universidades, son miembros de sus consejos directivos o tienen sus representantes.
En ese sentido, la Pontificia Universidad Madre y Maestra (PUCMM), de la conferencia del Episcopado Dominicano, tiene el apoyo sin reservas de estas familias. Uno de sus Rectores más influyente, quien además tiene un gran peso político nacional, es Monseñor Agripino Núñez Collado, claro está, detrás del Cardenal Nicolás de Jesús López Rodríguez.

         La Universidad Central del Este (UCE), es propiedad de la familia Hazim Azar- Frapier, y fue apoyada desde sus inicios por el gobierno de Joaquín Balaguer y por el Central Romana.

La Universidad Acción Pro-Educación y Cultura (APEC) tiene por presidente al Dr. Donald Reid Cabral, Presidente en funciones del Partido Reformista Social Cristiano. 

La Universidad Nacional Pedro Henríquez Ureña (UNPHU. El Dr. Joaquín Balaguer le donó los terrenos para sus edificaciones y le regaló su biblioteca personal.
          La Universidad Católica de Santo domingo (UCSD), es propiedad del Arzobispado de Santo Domingo.

La Universidad Iberoamericana. La familia Azar Hazoury tiene en ella una presencia significativa.

La prensa radial, escrita y televisada es controlada por estas veinte familias. Radio Cristal pertenece a la familia Vicini-Cabral; Editora Hoy, Publicaciones Ahora, Editora La Razón, Editora Corripio, los periódicos El Nacional y Hoy, Telesistema y Teleantillas, pertenecen a la familia Corripio; Listín Diario y Ultima Hora, pertenecen a la familia Pellerano-Ricart-Romano; el periódico El Siglo, pertenece a la familia Peynado; Color Visión es propiedad de los Bermúdez, El Caribe y CDN, pertenecen a la familia Grullon, que controla el Banco Popular.

También tiene incidencia en el turismo. La familia Barceló posee los complejos turísticos Bávaro Beach, Villas Doradas, Eurotel y Costa Atlántica; la familia Hazim Azar es dueña de Playa Marota. Esta familia también dirige el Hotel Macorix. La familia Bonetti es propietaria del Hotel Naco y dirige los casinos de los hoteles Lina y Naco; Turismo del Norte es de la familia Ariza.

Estas familias, además de su poder económico y financiero, tienen su propia institución que le facilita los recursos económicos para sus operaciones turísticas. Esta institución se llama Corporación de Financiamiento Turístico, S.A.

CAPITULO II

Desarrollo humano sostenible
2.1- Conceptualización 

El desarrollo sostenible es un proceso de cambio progresivo en la calidad de vida del ser humano, que lo coloca como centro y sujeto primordial del desarrollo, por medio del crecimiento económico con equidad social, la transformación de los métodos de producción y de los patrones de consumo que se sustentan en el equilibrio ecológico y el soporte vital de la región. 

Este proceso implica el respeto a la diversidad étnica y cultural, en termino regional, nacional y local, así como el fortalecimiento y la plena participación ciudadana en convivencia armónica con la naturaleza, sin comprometer y garantizando la calidad de vida de las generaciones futuras. 

El desarrollo local sostenible se centra en la búsqueda del mejoramiento de la calidad de vida humana en el ámbito local. Se construye a partir del protagonismo real de las personas (familias, niños/as, productores, organizaciones e instituciones locales)
. 

Para que el desarrollo local sostenible sea una realidad, la comunidad debe fijar sus propios objetivos y metas, tener confianza en la fuerza de la misma comunidad, valorar y afirmar la cultura junto con el conocimiento tradicional propio y las formas autónomas de convivencia. 

2.2- Rol del Capital y sensibilidad humana

El desarrollo económico depende de la capacidad y la sostenibilidad de la economía para cubrir las necesidades individuales y colectivas mediante una remuneración que permita el mejoramiento de la calidad de vida y la autorrealización del trabajador.

La situación ocupacional es de primer orden para sostener el equilibrio social. El incremento de la pobreza, la migración y el crecimiento del sector informal son expresiones de la limitada capacidad de uso de recursos humanos que tiene la economía dominicana. Para dar prioridad al desarrollo humano y a la equidad social hay que enfrentar los problemas de redistribución de ingresos y creación de empleos.

Una política que propenda a la maximización de la ocupación tiene que convertirse en una estrategia sectorial definiendo una política de empleo por actividad. Se promoverán proyectos de inversión que tengan impacto social en la generación de empleos y que al mismo tiempo contribuyan a la descentralización regional. 

Las perspectivas de desarrollo y las ventajas comparativas descansan sobre la calidad de los productos, de ahí el énfasis en la formación de los recursos humanos. La calificación laboral se debe apoyar en programas específicos de capacitación dirigidos a elevar la calificación de la fuerza de trabajo actual.

El aumento del capital humano ha representado una contribución modesta al crecimiento de la economía dominicana durante las últimas décadas. 

La estimación de una contribución relativamente baja del capital humano al proceso de crecimiento refleja la evolución de los indicadores de escolaridad. 

La base para alcanzar el desarrollo está en la inversión en capital humano. Economías como Japón, Corea, Taiwán y Singapur invirtieron grandes recursos para formar el material humano que impulsara su desarrollo. Son las economías que tienen mayor proporción de su PIB dedicado a educación, las que se encaminan por las sendas del desarrollo.

República Dominicana por sus condiciones naturales debe impulsar la educación como base del desarrollo futuro. Como estrategia, se debe establecer la meta para que en el año 2015 no haya analfabetos en el país. Como segunda proposición, la universidad del futuro tiene el ineludible compromiso de preparar el capital humano de acuerdo con las exigencias del aparato productivo nacional, en un sistema donde se establezca la relación universidad-empresa para formar el personal con la preparación necesaria y suficiente para desempeñar sus funciones en un mundo competitivo y globalizado
. 

El objetivo ansiado es contar con mayor cantidad de personal calificado, que haya adquirido las competencias necesarias para actuar en la economía del conocimiento. 

En perspectiva, el desarrollo de la  Republica Dominicana  implica una obligada transformación de la vida de muchos pueblos implicados, directa o indirectamente en proyectos de inversión en áreas económicas como las descritas. 

2.3- El Estado y el desarrollo humano

El desarrollo humano es la ampliación de las libertades reales que tienen las personas para elegir lo que valoran en la vida. Estas dependen del acceso a las oportunidades, tanto en el inicio de la vida como a lo largo de ella, ya que no tener acceso a una nutrición o a una educación adecuada a temprana edad puede afectar las posibilidades de lograr las destrezas necesarias para tener una vida satisfactoria
. 
El régimen socioeconómico de la República Dominicana se fundamenta en los principios de justicia social, democratización, eficiencia, libre competencia, protección del medio ambiente, productividad y solidaridad, a los fines de asegurar el desarrollo humano integral y una existencia digna y provechosa para la colectividad. El Estado conjuntamente con la iniciativa privada promueve el desarrollo armónico de la economía nacional con el fin de generar fuentes de trabajo, alto valor agregado nacional, elevando el nivel de vida de la población y fortaleciendo la soberanía económica del país. 

2.4- Índice de empoderamiento humano

El Índice de Empoderamiento Humano (IEH) mide los logros de la población y su capacidad de hacer las cosas, combinando la dimensión individual y colectiva, dichos índices muestra que en nuestro país ambos tipos de empoderamiento tiene el mismo orden de magnitud, lo cual explica los niveles de estabilidad del sistema económico, político e institucional en los últimos años. Cabe destacar que estos no son valores óptimos, sino que indican la situación dentro del contexto nacional. 

El empoderamiento permite a las personas la posibilidad de tener poder para tomar decisiones o influir en las mismas y hacer escuchar y respetar su voz.

Estas acciones permiten a las personas ser “agentes”, miembros activos, en el destino de sus propias vidas y también de su comunidad o su país, y escapar del sentimiento de “externalidad” por el cual sólo ven pasar las decisiones que otros toman pero que afectan su propia vida. Por lo tanto, el empoderamiento y la participación en la toma de decisiones son medios importantes mediante los cuales todos y todas pueden ampliar sus libertades reales y también garantizar la equidad, la igualdad de oportunidades.

Según el Informe de Desarrollo Humano una premisa fundamental es que el desarrollo es la ampliación de las capacidades y libertades reales de las personas para elegir lo que valoran, ademas es una cuestión de poder, ya que el poder se construye, se conquista o se redistribuye. 

 El desarrollo Humano es un hecho concreto de las personas en sus circunstancias y, por lo tanto, tiene una dimensión local; es sobre cómo y dónde vive la gente.

2.5- Indicadores de desarrollo 

El Índice de Desarrollo Humano (IDH) fue creado en 1990 a través del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). El objetivo era poder medir los progresos generales de un país en tres dimensiones básicas del desarrollo humano. Para cada dimensión habían elegido una variable que la representaba
.

Para evaluar el desarrollo de un país se recurre a indicadores; tradicionalmente se ha recurrido a indicadores económicos para apreciar el desarrollo, especialmente se ha utilizado el Ingreso per cápita  (Producto Interno Bruto/Población Total); sin embargo este valor no nos indica la compleja realidad en detalles de un determinado país, pues no toma en cuenta principalmente la disparidad social; de tal manera que ha de recurrirse además a  indicadores demográficos, socio-culturales y político-sociales, para tener una aproximación más real de la sociedad evaluada.

Uno de los indicadores preferidos es la Mortalidad Infantil  que nos da información sobre cuántos niños nacidos vivos mueren antes de cumplir los cinco años de edad.

La ONU en los últimos años ha utilizado un indicador que conjuga información de carácter económico, demográfico y cultural; que se le ha designado como Índice de Desarrollo Humano (IDH).

El IDH está compuesto por tres componentes básicos del desarrollo humano: Longevidad (medido por la esperanza de vida al nacer), Educación (medido por la alfabetización y los años de escolaridad) y patrón de vida (medido por el poder de compra basado por el ingreso per capita real ajustado a los costos de vida: paridad del poder de compra).

El crecimiento económico que se logra debido a la cada vez mayor producción de bienes y servicios, es apenas una dimensión cuantitativa del fenómeno del desarrollo, las nuevas corrientes parten de que el fenómeno del desarrollo debe ser extendido a otros dominios de las vida social como lo es la educación, salud,  trabajo, calidad de vida, y medio ambiente
.

Entre los indicadores de desarrollo más importante en la economía de un país tenemos:
· Alfabetización, educación y habilidades (alfabetización, educación, capacitación y habilidades, y la oportunidad para que todos los miembros de la sociedad aumenten sus capacidades) . La disponibilidad y el nivel de la educación son en sí mismos un indicador; también contribuyen a aumentar las opciones a nivel personal y social y es un requisito previo para una democracia y un gobierno mejores. 

· Salud (esperanza de vida, mortalidad materna e infantil y niveles de atención de salud disponibles en situaciones de morbilidad) .La salud y el bienestar físico constituyen requisitos básicos para el crecimiento estable de la población y la capacidad de funcionar regularmente de manera más eficaz. 

· Ingreso y bienestar económico (niveles altos de empleo, ingresos altos per cápita y aumento del producto nacional bruto, con intervenciones adecuadas para la protección del medio ambiente y la equidad de ingresos). Las inversiones y el ahorro personal son importantes para apoyar el cambio estructural. 

· Opciones, democracia y participación (participación en los asuntos sociales y económicos, con recompensas económicas justas, disponibilidad de alternativas razonables y participación en el proceso democrático).El proceso político puede permitir o inhibir el desarrollo. Un buen gobierno e instituciones democráticas adecuadas son elementos esenciales para la articulación de las metas sociales. Los participantes no mostraron gran preocupación por el aspecto formal de estas instituciones, pero demostraron sumo interés en su eficacia para cumplir las metas sociales. 

· Tecnología (capacidad de desarrollar innovaciones tecnológicas y efectuar elecciones tecnológicas).Son pocos los países que tienen la capacidad para efectuar innovaciones radicales, ya que la investigación y el desarrollo se vuelven más caros y complejos. En estos países, la capacidad, en términos de maneras de proceder y de riqueza, constituye un indicador más apto para efectuar la elección justa entre tecnologías en competencia, y para desarrollar o adaptar el ajuste de la tecnología a las necesidades propias de los países. 

Según el Informe Mundial de Desarrollo Humano 2006 República Dominicana se ubica en la posición 94 entre 177 países (con un valor de 0,751), en la categoría de países calificados de desarrollo humano medio
.

2.6-Descentralización y participación ciudadana

El proceso de descentralización del gobierno en la República Dominicana  a través de la creación de polos regionales de desarrollo ha sido caótico, al punto que 11 organismos estatales tienen regionalizaciones diferentes entre sí y hay casos en que una misma provincia puede pertenecer a dos diferentes regionales de una misma institución.
Así se establece en el Informe sobre Desarrollo Humano: República Dominicana  2008 que destaca que aunque se han producido muchas iniciativas, no se ha logrado concretizar ninguna formulación  ni establecer una práctica sostenida de regionalización.
 
Hay una gran dispersión en las agrupaciones provinciales por lo que se hace imposible articular una estrategia regional en el país.

La República Dominicana no tiene ningún nivel  intermedio que efectivamente opere para planificar la acción pública. “Ni siquiera las provincias, las cuales tienen competencias de representación, seguridad y otras de carácter general”.
La región es la unidad básica de la planificación integral del desarrollo. La base de esta concepción es desconcentrar el gobierno a los  fines de racionalizar la política de inversión pública.
La Participación  Ciudadana 

Las tendencias que provocan la globalización y las políticas de ajuste llevan al aumento de amenazas pero también de oportunidades, donde las particularidades territoriales son de suma importancia para desarrollar una capacidad estratégica local. Para esta capacidad estratégica, cada municipio dispone de un conjunto de recursos humanos, naturales y financieros, un patrón histórico y cultural e infraestructuras, de un saber tecnológico que constituye su potencial de desarrollo. 

La definición de políticas sociales está asociada a los actores que intervienen en las mismas, y en la medida en que pueden llegar a incidir o incorporarse en otras dimensiones. Si la participación en esas decisiones es escasa y los usuarios se convierten en observadores pasivos de la gestión, es porque esas decisiones se formulan de manera exclusivamente técnica.

Los actores se definen por su relación con el territorio, un lugar particular de la ciudad, y las relaciones entre quienes viven allí. Las personas permanecen o se alejan, sienten satisfacción o placer en determinadas actividades según la semejanza o diferencia que éstas tienen con el estilo de las actividades que se realizan regularmente.

Es necesario analizar las características del estilo de vida cotidiana de la población para comprender las razones de éxito o de fracaso de algunas propuestas, identificar las competencias de base con que cuenta y de generar la cooperación entre actores sociales, para el logro de propósitos compartidos
.

Potenciando una integración desde los actores, se podrá lograr una identidad y autonomía desde una concepción ciudadana, demostrando la importancia de políticas de consenso y la configuración de nuevas áreas de solidaridad basadas en lo territorial, económico y cultural.

La participación ciudadana apunta hacia una transformación que imponen las demandas de la sociedad, tanto en lo que concierne al desarrollo de una institucionalidad de representación social capaz de controlar y presionar al gobierno, como de búsqueda de espacios sociales en los cuales los individuos logren producir actividades que expresen su necesidad. Esta participación se manifiesta en prácticas que, aunque referidas al ámbito estatal, no pretenden ejercer una influencia directa sobre él, sino controlarlo y presionarlo a través de la pluralización del debate público, desarrollado por organizaciones autónomas e informales. 

2.7- Sostenibilidad ambiental

La globalización económica está produciendo múltiples efectos en la sostenibilidad ambiental. Las interacciones son tantas y tan complejas que sería demasiado simplista afirmar que se trata de ámbitos contrapuestos. Además no existen razones teóricas ni evidencia empírica suficiente o concluyente para demostrar que la relación entre globalización y sostenibilidad ambiental sea de signo único
.

La escala creciente y acumulativa de las actividades humanas ha ocasionado impactos ambientales de carácter mundial (“males públicos globales”) que no se reflejan en los mercados pero que afectan intereses comunes globales que escapan a las perspectivas nacionales. Se ha puesto de manifiesto una mayor interdependencia y vulnerabilidad ambiental entre países, independientemente de su grado de desarrollo, lo cual confiere un carácter singular a la tercera fase de la globalización, que corresponde al último cuarto del siglo XX. 

Los principales canales de transmisión entre el fenómeno de la globalización y la dimensión ambiental son los cambios registrados en los flujos de comercio, inversión y tecnología. Se identifican los nuevos desafíos de cooperación internacional que emergen del reconocimiento de esta mayor interdependencia ambiental entre los países.

La Republica Dominicana se ha planteado contribuir a la identificación de oportunidades para elevar la efectividad de las políticas ambientales desde el punto de vista de los requerimientos de coordinación interinstitucionales y de los instrumentos de política al alcance de las autoridades, a fin de minimizar los costos económicos y sociales en que incurre la sociedad para alcanzar sus metas de calidad ambiental
. 

El país ha avanzado en la creación de espacios formales e informales de coordinación de políticas para abordar problemas ambientales específicos; no obstante, aún es necesario avanzar en el desarrollo de mecanismos de coordinación que permitan articular y alcanzar objetivos más generales de desarrollo económico, social y sostenibilidad ambiental. 

La viabilidad del crecimiento económico se ve limitada por la posibilidad de conservar los recursos. Para esto es necesario el estudio de los umbrales máximo y mínimo, dentro de los cuales se pueden explotar un recurso sin afectar al equilibrio ecológico que le sostiene, y es responsable de su existencia. 
La riqueza que puede suponer un recurso no viene, sólo, de la eventualidad de utilización inmediata, sino de su posibilidad de utilizarlo a largo plazo de forma sostenible y garantizando su permanencia. 
Para ello se debe investigar cuál es la población mínima, o la cantidad del recurso mínimo, que asegura su regeneración como especie. Además, hay que determinar qué importancia tiene esa especie, o recurso, en el equilibrio del ecosistema y qué función cumple. Tan importante como asegurarse la renovación del recurso es garantizar la persistencia del ecosistema que le sostiene, ya que sin él el recurso desaparece. 
El desarrollo económico viene, pues, de la posibilidad de utilizar un recurso asegurando su regeneración y su equilibrio ecológico, y la creación de una tecnología que haga menos agresiva la transformación de los recursos, de manera que se pierda menos peso en el proceso de transformación, utilizando menos energía o la energía liberada en el propio proceso de transformación. Cuanto mayor sea la eficacia del proceso de transformación, y menor el consumo de energía, mayores serán los beneficios económicos y ecológicos. 
Existen numerosas industrias que, en el proceso de fabricación, generan calor, el cual podría aprovecharse para producir la electricidad necesaria. Es la cogeneración, en la cual, una planta puede producir la energía que consume e incluso más. 
Además, sería necesario crear unas infraestructuras industriales y de transporte menos agresivas con el paisaje. Todo ello sin renunciar al desarrollo económico alcanzado. Pero no debemos olvidar que, si todo el mundo tuviese un grado de consumo similar al de los países desarrollados, el planeta no podría, con la tecnología actual, proporcionar recursos para todos. 
Hay que tener en cuenta, que muchos de los productos generados por la industria son difícilmente degradables. Se debe evitar, en lo posible, que se conviertan en basura. Muchos de los productos utilizados por la industria, como el papel, el vidrio, las telas e incluso el plástico, son reciclables. Además, muchas de las basuras se generan porque los productos tienen un sólo uso. Cuanto más utilicemos productos de varios usos menos basuras generaremos. Es el caso de las bolsas de plástico utilizadas para la compra, cuando hasta no hace mucho se utilizaron bolsas de tela. La clave es reducir residuos, reutilizar productos y reciclar lo más posible, en suma, responsabilidad
.

El mundo en el que vivimos forma un ecosistema muy complejo que debemos mantener en buen estado si queremos sobrevivir como especie. Cada vez está más claro que el comportamiento individual tiene un impacto decisivo en el medio y en el entorno.
CAPITULO III

Políticas sociales de la República Dominicana
3.1- Conceptualización 

La política social surge en el marco del Estado moderno como resultado de las luchas y conquistas de diferentes actores sociales, religiosos, trabajadores, etc., y determina el ejercicio de los derechos socioeconómicos. 

Los objetivos de las políticas sociales son:

1) Garantizar el ejercicio de los derechos socioeconómicos y culturales

de toda la ciudadanía.

2) Minimizar la proporción de personas y hogares cuyas condiciones

de vida se ubican por debajo de lo que la sociedad considera aceptable, tanto económica como social y políticamente.

3) Promover el desarrollo de los talentos potenciales existentes en todos los grupos de la sociedad, eliminando progresivamente los privilegios y las discriminaciones jurídicamente establecidas, así como la desigualdad de oportunidades de cualquier tipo, incluyendo aquellas asociadas al origen social, étnico, geográfico o de género.

4) Buscar que ni el poder ni la riqueza, ni tampoco los frutos del progreso se concentren de tal manera que restrinjan el ámbito de libertad para las generaciones futuras y presentes.

Por lo tanto, el fin último de la política social es generar procesos de distribución y redistribución con el fin de reducir las desigualdades económicas, sociales, culturales, institucionales y espaciales que puedan incidir en la reducción de la pobreza estructural y en el mejoramiento de la calidad de vida de la mayoría de la población.

3.2- Sistema político dominicano

El sistema político dominicano está basado en amplias facultades presidenciales para las cuales hay una insuficiencia de pesos y contrapesos de otros sectores del gobierno. El sistema no incluye virtualmente ningún límite al poder del Ejecutivo para adjudicar contratos públicos en forma directa sin el beneficio de procedimientos competitivos (concursos de licitación, solicitación de cotizaciones). Esta autoridad descomedida, agravada por una limitada fiscalización, puede utilizarse para compensar a los aliados políticos y contribuidores financieros, de acuerdo con lo sugerido por algunos interesados entrevistados durante la elaboración de esta evaluación fiduciaria
.

Debido a que muchos cargos gubernamentales se asignan por medio de contactos personales en lugar de concursos competitivos basados en aptitudes técnicas, el Estado carece de un Servicio Civil profesional. Esta situación ha traído como consecuencia una capacidad débil, prácticas administrativas ineficientes, limitadas acciones para hacer cumplir las disposiciones normativas, aceptación generalizada de la falta de cumplimiento, y disminución de la confianza pública en el gobierno incluida su capacidad o deseo de responder a las inquietudes de los ciudadanos o prestar los servicios necesarios. Aunque se han emprendido múltiples iniciativas para realizar reformas en todos los sectores del gobierno, muchas de las instituciones del país han sido afectadas por el legado de su pasado autoritario, época en la que predominaban la subjetividad y las influencias personales, en vista de la ausencia de reglas y procesos administrativos claramente definidos. Este legado continua afectando a todos los aspectos del gobierno, creando círculos viciosos y haciendo difícil que las buenas prácticas se arraiguen y sirvan de elemento catalizador de mejoras a los sistemas. Entre los problemas concomitantes figuran los siguientes:

· Poco acceso público a información de calidad y bajos niveles de responsabilización en el gobierno.

· Proliferación de entes administrativos que con frecuencia ejercen funciones duplicativas y que solo raras veces coordinan sus esfuerzos.

· Falta de procesos administrativos establecidos y, como resultado, uso de enfoques discrecionarios y falta de respuestas institucionales.

· Limitados recursos técnicos para apoyar la función legislativa, produciendo como resultado políticas reguladoras débiles y una falta general de claridad y calidad en el marco regulador.

· Un Comité Electoral independiente con limitada capacidad para controlar el financiamiento de campañas o regular el financiamiento de los partidos políticos.

La debilidad del marco de control regulatorio de la República Dominicana y su incapacidad para desarrollar estrategias fiscales y monetarias adecuadas se volvió evidente en 2003 al declararse en quiebra Baninter, uno de los bancos de propiedad privada más grandes del país, descubriéndose serias irregularidades y prácticas fraudulentas. Según el Banco Central, los esquemas fraudulentos habían estado en operación durante más de una década, sin que hubieran sido detectados por los organismos de fiscalización.

 
La recompra por el gobierno en 2003 de inversiones privadas en dos empresas eléctricas responsables de la distribución de energía eléctrica puso al descubierto la mala calidad del marco regulador. Aunque el gobierno y el sector privado se han culpado el uno al otro por los problemas del sector energético, ambos han preferido recurrir a las negociaciones informales para superar los problemas relacionados con la Ley General de Electricidad de 2001, en lugar de centrarse en mejorar el marco regulador del sector de electricidad
.

Instituciones legales débiles en la República Dominicana han obstaculizado la gestión económica y fomentado desincentivos que han afectado a la calidad de las instituciones políticas. Como resultado, ni los partidos políticos ni el personal decisorio en el gobierno ha defendido enérgicamente políticas económicas acertadas y transparentes apuntadas al logro del crecimiento y una distribución equitativa de los beneficios económicos del desarrollo. La debilidad del estado de derecho también puede contribuir a la perpetuación del amiguismo el cual, a su vez, debilita aún más el estado de derecho.

3.3- Objetivos DESARROLLO del Milenio (odm)
Los Objetivos de Desarrollo del Milenio, constituyen las metas finales que los dirigentes mundiales fijaron en la Cumbre del Milenio celebrada en septiembre de 2000. Estas metas o propósitos se conforman como una ambiciosa agenda para asuntos tales como reducir la pobreza a nivel mundial, así como sus causas y manifestaciones, tal y como fue plasmado en la Declaración del Milenio (NN.UU 2000) que fue aprobada por 189 jefes de estado y gobierno
.

         Los Objetivos del Milenio se concretan en un total de ocho puntos los cuales comprometen a los países a tomar nuevas medidas y aunar esfuerzos en aspectos tales como la lucha contra la pobreza, el analfabetismo, el hambre, la falta de educación, la desigualdad entre géneros, la mortalidad infantil y materna, la enfermedad y la degradación del medio ambiente. El octavo objetivo, el cual fue reafirmado en las Cumbres de Monterrey y Johannesburgo señaladas anteriormente, insta a los países ricos a adoptar medidas para aliviar la deuda, incrementar la asistencia y permitir a los países más pobres el acceso a sus mercados y tecnología. 
         El compromiso de la Declaración del Milenio se centra, pues, liberar a todos los hombres, mujeres y niños de las condiciones (lamentables e inhumanas) de extrema pobreza. Este compromiso supone un planteamiento global por parte de los dirigentes mundiales cara a la erradicación de la pobreza dotando para ello recursos y disponiendo de conocimiento y tecnologías disponibles en la actualidad.
De forma específica, los objetivos comprenden lo siguiente:
·   Erradicar la pobreza extrema y el hambre.

· Lograr la enseñanza primaria universal 

· Promover la igualdad entre los géneros y la autonomía de la mujer .

· Reducir la mortalidad infantil 

· Mejorar la salud materna.

· Combatir el VIH/SIDA, el paludismo y otras enfermedades

· Garantizar la sostenibilidad del medio ambiente.

· Fomentar una asociación mundial para el desarrollo 

La Republica Dominicana  ha pesar de las tasas de crecimiento alcanzadas por la economía en los últimos años, tiene pocas probabilidades de reducir la pobreza en un 50 por ciento en los próximos cinco años.

Han sido las causas esenciales las circunstancias imprevistas, tanto internas como externas, la dificultad de cumplir de dicho objetivo y la crisis financiera interna, ocurrida en el 2003, en la cual varias instituciones bancarias se vieron severamente afectadas.

Como consecuencia de esa crisis, la economía decreció en -0.3%; la moneda se devaluó en más de un 100%; la inflación se disparó en forma preocupante y la tasa de desempleo pasó de un 13% a un 19%, indicó el Jefe de Estado.

En ese contexto, la pobreza, en lugar de disminuir, lo que hizo fue aumentar, y que no fue sino a partir del 2005 cuando la economía nacional empezó nuevamente a reactivarse y que los índices sociales también comenzaron a mejorar.

Desde principios de la década de los noventa, que es la fecha de referencia que se ha tomado para el establecimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, la población dominicana aumentó en un 35%, al pasar de 7.2 millones de personas en 1990, a 9.7 millones en el momento actual
.

El producto interno bruto se elevó de aproximadamente 123 mil millones de pesos, esto es, 22 mil millones de dólares, a 342 mil millones de pesos, o lo que es igual, 50 mil millones de dólares". 

Otro factor que conspiró contra los Objetivos del Milenio,  fue la crisis financiera y económica global desatada a finales del 2007, aún latente, como consecuencia del lento y aún frágil crecimiento de la economía global.

3.4- Educación y salud 

La educación constituye un factor clave en el desarrollo económico de los países fundamentalmente a través de dos vías, la educación secundaria y universitaria contribuye al incremento de la productividad del trabajo y por lo tanto al crecimiento económico, la enseñanza primaria es fundamental para lograr no solo el descenso de las tasas de natalidad o la reducción de la pobreza, sino también para lograr la realización personal de todos los individuos.

La reforma del sistema educativo es una prioridad para la República Dominicana como respuesta a la presión de la mundialización y las exigencias de la sociedad del conocimiento. Con el declive de sectores de la economía tradicional como el azúcar y las minas, el desarrollo del turismo, la entrada en la Organización Mundial del Comercio (1995) y la posible participación al Acuerdo de Libre Comercio de América Central ya se reconoce que la educación es un factor decisivo para el desarrollo sostenible de la economía. Durante los últimos quince años se realizaron progresos significativos en materia de reformas tanto de la educación obligatoria como de la educación superior
.

El sistema educativo dominicano se financia principalmente con recursos del gobierno central, 52%, las familias, 39.0%, y las restantes fuentes proceden de préstamos externos, donaciones, recursos propios y aportes de las empresas privadas. 

Las estadísticas del financiamiento a la educación dominicana revelan que los aportes de las familias han disminuido significativamente, a partir del año 2000, siendo la contribución del año 2005 similar al año 2000. De igual forma, el gobierno disminuyó significativamente su financiamiento, a partir del 2003, por efecto de la crisis económica que obligó a realizar ajustes presupuestarios que afectaron el gasto social de educación. Las demás fuentes de financiamiento como los recursos externos y de otras instituciones privadas tuvieron una importante participación que compensó en algunos años la reducción de los aportes del gobierno y de las familias.

 
Los indicadores de cobertura y eficiencia interna del sistema educativo dominicano evidencian que se ha avanzado muy poco en mejorar la calidad de la educación, corregir las ineficiencias y elevar la cobertura en Inicial y Secundaria, por los bajos recursos que han invertido el gobierno y la familia.

El presupuesto ejecutado del Ministerio de Educación en 2009 ascendió a RD$30,935.88 millones, de los cuales los gastos personales sumaron RD$21,190.75 millones, mientras que en los programas protegidos se invirtieron en el renglón repitencia, sobre edad, deserción en estudiantes de menores ingresos, RD$472 millones; en el Instituto Nacional de Formación, Capacitación Magisterial, RD$200 millones; en el Instituto Superior de Formación Docente Salomé Ureña, RD$102.9 millones; en reparaciones y construcciones, RD$2,517.96 millones; en equipos y mobiliarios, RD$665.6 millones; en libros de texto y materiales didácticos, RD$578.9 millones, y en el desayuno escolar, RD$2,574.71 millones.

SALUD

Esta actividad registró un incremento de 3.9%, derivado del comportamiento positivo de la salud de mercado, 2.8% y de la salud no de mercado, 5.9%, debido al aumento de 3.1% del número de afiliados del Colegio Médico Dominicano (CMD). El desempeño positivo de la salud no de mercado, se atribuye al aumento de 4.8% en el personal médico de la Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSP), para los diferentes programas de prevención de enfermedades y la habilitación de centros asistenciales públicos en todo el país.

En el primer trimestre de 2010, la Tesorería de la Seguridad Social (TSS) registró recaudaciones por un monto de RD$10,532,168,209, para un aumento de RD$1,372,725,65, equivalente a un 14.98%, con relación al primer trimestre de 2009, cuando los recaudos sumaron RD$9,159,442,555.  El comportamiento positivo se mantuvo en todos los indicadores. El promedio mensual de recaudaciones pasó de RD$3,235,584,214.00 a RD$3,510,722,736, para un ascenso de 8.50%. 
Los pagos del Seguro Familiar de Salud (SFS) aumentaron un 42.3% al pasar de RD$3,599,679,963.00 a RD$5,123,188,279; RD$1,523,508,316 más que en el primer trimestre de 2009. 
En el renglón de Seguro de Pensiones de enero a marzo de este año se pagaron RD$4,915,796,873. En comparación, con igual período de 2009, cuando se registró la RD$4,297,909,263, el incremento es de un 14.37%.

Al 31 de de marzo de este año, 3 millones 700 mil dominicanos cuentan con cobertura de salud del Sistema Dominicano de Seguridad Social (SDSS); 2 millones 250 mil en el Régimen Contributivo y 1 millón 452 mil 434 en el Régimen Subsidiado
.
El aumento en los recaudos es una evidencia de que el registro de trabajadores y empleadores va en aumento, producto de la confianza que genera la consolidación del SDSS en la sociedad dominicana.

3.5.- Protección y asistencia social

3.5.1.- Seguridad Social

La seguridad social constituye el derecho de toda persona, independiente de su condición social, económica o de cualquiera otra índole a una protección contra los riesgos de enfermedad, vejez, discapacidad, cesantía por edad avanzada, maternidad y  riesgos laborales. Tiene un carácter universal, por lo que no puede ser excluyente de nadie ni de nada. 

El Sistema Dominicano de Seguridad social 

El Sistema Dominicano  de Seguridad Social (DSS) deberá proteger a todos los dominicanos y a los residentes en el país, sin discriminación por razón de salud, sexo, condición social, política o económica.

Entre las características más importantes en este sistema tenemos:

Obligatoriedad: La afiliación, cotización y participación tienen un carácter obligatorio para todos los ciudadanos e instituciones, en las condiciones y normas que establece la ley.

Integralidad: Todas las personas, sin distinción, tendrán derecho a una protección suficiente que les garantice el disfrute de la vida y el ejercicio adecuado de sus facultades y de su capacidad productiva. 

Unidad: Las prestaciones de la Seguridad Social deberán coordinarse para constituir un todo coherente, en correspondencia con el nivel de desarrollo nacional.

Equidad: El Sistema Dominicano de Seguridad Social (SDSS) garantizará de manera efectiva el acceso a los servicios a todos los beneficiarios del sistema, especialmente a aquellos que viven y/o laboran en zonas apartadas o marginadas.
Solidaridad: Basada en una contribución según el nivel de ingreso y en el acceso a los servicios de salud y riesgos laborales, sin tomar en cuenta el aporte individual realizado. De igual forma, cimentada en el derecho a una pensión mínima garantizada por el Estado en las condiciones establecidas por la ley que le rige
.

Libre elección: Los afiliados tendrán derecho a seleccionar a cualquier administrador y proveedor de servicios acreditado, así como a cambiarlo cuando lo consideren conveniente, de acuerdo a las condiciones establecidas en la ley que le rige.

Pluralidad: Los servicios podrán ser ofertados por Administradoras de Riesgos de Salud (ARS), Proveedoras de Servicios de Salud (PSS) y por Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP), públicas, privadas o mixtas, bajo la rectoría del Estado y de acuerdo a los principios de la Seguridad Social y la ley que le rige.

Separación de funciones: Las funciones de conducción, financiamiento, planificación, captación y asignación de los recursos del Sistema Dominicano de Seguridad Social (SDSS) son exclusivas del Estado y se ejercerán con autonomía institucional respecto a las actividades de administración de riesgos y prestación de servicios.

Flexibilidad: A partir de las coberturas explícitamente contempladas por la ley que le rige, los afiliados podrán optar a planes complementarios de salud y de pensiones, de acuerdo a sus posibilidades y necesidades, cubriendo el costo adicional de los mismos.

Participación: Todos los sectores sociales e institucionales involucrados en el Sistema Dominicano de Seguridad Social (DSS) tienen derecho a ser tomados en cuenta y a participar en las decisiones que les incumben. 

Gradualidad: La Seguridad Social se desarrolla en forma progresiva y constante con el objeto de amparar a toda la población, mediante la prestación de servicios de calidad, oportunos y satisfactorios.

Equilibrio financiero: Basado en la correspondencia entre las prestaciones garantizadas y el monto del financiamiento, a fin de asegurar la sostenibilidad del Sistema Dominicano de Seguridad Social.

3.5.2.- Plan Social de Salud

El Plan Social de Salud de la República Dominicana tiene por objeto promover, proteger, mejorar y restaurar la salud de las personas y comunidades; prevenir las enfermedades y eliminar inequidades en la situación de salud y accesibilidad de los servicios.

El Estado canaliza una parte de los recursos obtenidos de la población de más altos ingresos en función de su capacidad de pago, por medio de la cotización obligatoria u otros mecanismos establecidos por los instrumentos jurídicos pertinentes, hacia aquella parte de la población cuyos ingresos sean insuficientes para autofinanciar su atención, ya fuere por condición social, vejez o enfermedad. Este principio se aplica dentro de cada una de las instituciones que forman parte del sistema, respetando su autonomía y objeto social
.

La función de Financiamiento a las prestaciones de atención a las personas de menores ingresos se transfiere, vía subsidio a la oferta, al Seguro Nacional de Salud, el cual compra los servicios en los establecimientos de salud que se organizaran a través de redes de prestación con vocación pública, descentralizadas y de ámbito regional. Estas redes posteriormente conformarán los Servicios Regionales de Salud, con autonomía jurídica y administrativa.

3.5.3- Plan de Pensiones

La República Dominicana posee un régimen previsional de limitada cobertura, donde coexisten los programas básicos de previsión social que lleva a cabo el Estado, los planes de pensiones ofrecidos por algunas empresas privadas y desde 1998 los fondos de pensiones ofrecidos por las AFPs bajo un esquema voluntario. 

En lo que concierne al Estado, la mayor actividad es realizada a través del Instituto Dominicano de Seguros Sociales (IDSS), el cual además de pensiones ofrece servicios asistenciales en materia de salud, seguros de accidentes de trabajo y sobrevivencia.  Están obligados a cotizar al IDSS los trabajadores con ingresos de hasta RD$ 4,012.00 mensuales, equivalentes a US$250.00 (doscientos cincuenta dólares de los Estados Unidos de Norteamérica) o cuya actividad laboral, por su nivel de riesgo, requiere estar cubierta. Los recursos que percibe el IDSS son administrados bajo un régimen de reparto. 

Asimismo, las empresas privadas por iniciativa propia han creado planes de pensiones para cubrir el retiro de sus trabajadores. Existen a su vez empresas o instituciones de carácter estatal que han desarrollado sus propios planes de pensiones que son manejados de manera similar a los fondos de pensiones de las empresas privadas. Dentro de este ámbito funciona el Instituto de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional (ISSFAPOL).Tanto los fondos de las empresas privadas como los de instituciones estatales y las Fuerzas Armadas son administrados bajo el sistema de reparto
.

El Poder Ejecutivo creó en agosto de 1996 la Comisión de Reforma de la Seguridad Social, con carácter tripartito, que tenía como asesores un equipo técnico de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Dicha Comisión presentó una propuesta de Ley marco, denominada "Ley de Bases de la Seguridad Social", que auspicia un sistema mixto de dos pilares, con un primer pilar de capitalización colectiva (reparto), administrado por el Instituto de Seguridad Social (ISS) de naturaleza estatal, y un segundo pilar complementario de ahorro individual, de administración privada.

En ese contexto surgen las Administradoras de Fondos de Pensiones privadas (AFPs), amparadas en principios constitucionales y de derecho privado, al no existir en la actualidad una Ley específica sobre la materia. El modelo de servicio y de gestión escogido por las Administradoras es el de capitalización individual. 

En el país a partir de abril de 1998 se crean las AFPs, existiendo a la fecha cuatro Administradoras que son la Administradora de Fondos de Pensiones Popular, la Administradora Fiduciaria, la Administradora American Life y la AFP Siembra.   

Es preciso destacar que en noviembre de 1998 se creó la Asociación Dominicana de Administradoras de Fondos de Pensiones (ADAFP) siendo sus miembros las  Administradora de Fondos de Pensiones antes señaladas, cuyos objetivos fundamentales consisten en estrechar los vínculos entre las AFPs, promover y coordinar las actividades de sus asociados, propiciar el establecimiento de un marco legal adecuado para el desarrollo de un sistema de fondos de pensiones basado en el ahorro individual y mantener relaciones con instituciones análogas de otros países.

ADAFP está consciente de que es una necesidad proveer a los trabajadores y empleados de un sistema de pensiones confiable que les asegure en el momento de su retiro una pensión digna. Para lograr estos fines se hace necesario una reforma al sistema de pensiones, para adecuarlo a las necesidades actuales de la población y que a su vez contribuya al crecimiento económico del país.

En ese sentido, constituye un compromiso y un gran reto para la membresía  de ADAFP crear un ambiente propicio para el buen funcionamiento de las Administradoras de fondos de pensiones, de manera que se garanticen los recursos de los afiliados y niveles adecuados de las pensiones que se otorguen en este sistema basado en la capitalización individual.

Para asegurar que las administradoras existentes así como las que pudieran surgir tengan el nivel solvencia y de activos sujeto a riesgos que permitan en todo momento preservar los fondos administrados ADAFP ha recomendado a sus miembros establecer mecanismos de autorregulación  que permitan un adecuado control interno tanto operativo y administrativo como de gestión de las AFPs
.

En lo que concierne al marco legal que servirá de base al sistema de pensiones, en septiembre de 1998 un grupo de Senadores sometió al Congreso Nacional un Proyecto de Ley sobre Seguridad Social basado en capitalización individual, el cual a pesar de tener algunas inconsistencias, establece un sistema  moderno de Seguridad Social que de manera eficiente permite otorgar pensiones dignas para los trabajadores en el momento de su retiro.

3.6- Gabinete social

Es una instancia de coordinación de la formulación, ejecución y evaluación de las políticas sociales vinculadas a las instituciones que lo integran. 

Esta integrado por un conjunto de instituciones públicas, establecidas por el Poder Ejecutivo, con el objetivo de coadyuvar a la definición, establecimiento y seguimiento de la agenda estratégica de la política social; conocer, atender y dar seguimiento a las demandas sociales; recomendar acciones preventivas para el abordaje de problemas reales y potenciales que pudieren afectar el sector social; y dar seguimiento a la ejecución de estos programas y planes.

 Las funciones generales del Gabinete de Coordinación de Política Social establecidas en el Decreto que instituye los Gabinetes Sectoriales de Coordinación de Políticas son las siguientes: 

· Coordinar el proceso de formulación, ejecución y evaluación de las políticas sociales del gobierno.

· Diseñar, establecer y dar seguimiento a una agenda estratégica del sector social e informar oportuna y consistentemente al Presidente de la República sobre su evolución.

· Conocer, atender y dar repuesta colegiada y efectiva a la demanda social en las materias vinculadas a su ámbito de acción.

· Recomendar al Presidente de la República, cursos de acción preventiva para el abordaje de problemas reales y potenciales que pudieren afectar el sector.

· Analizar y hacer recomendaciones acerca de los asuntos de carácter general que tengan relación con las Secretarías de Estado y demás instituciones que lo integran.

· Estudiar los temas que afecten la competencia de varias Secretarias de Estado y que requieran la elaboración de propuestas conjuntas, previa a su resolución.

· Responder ante el Presidente de la República del comportamiento general del sector que coordina, de manera particular sobre la eficacia y calidad de la ejecución presupuestaria de las instituciones que lo integran, así como del impacto alcanzado por sus ejecutorias.

3.7- Desempeño Macro-económico

El Banco Central de la República Dominicana presentó a la consideración de los agentes económicos y el público en general, el balance preliminar del desempeño macroeconómico del país durante 2009 en el contexto de América Latina.

Los resultados obtenidos para 2009 muestran que el país pudo sortear con éxito los efectos de la crisis global, y que desde finales del pasado año registra un proceso sostenido de reactivación económica.

Al cierre del año 2009, la economía dominicana creció 3.5%, el crecimiento más alto de América Latina, sustentado en las actividades económicas orientadas a satisfacer la demanda interna, estimuladas por las medidas de política monetaria y fiscal
. 

Las bajas presiones inflacionarias en la mayoría de países latinoamericanos, con excepción de Venezuela, contribuyeron a la flexibilización de la política monetaria. 

En República Dominicana, la inflación fue de 5.76%, por debajo de lo programado en el Programa Monetario y en el acuerdo Stand-by el FMI. 
         Para contrarrestar los efectos de la crisis, durante el 2009 el Banco Central adoptó un conjunto de medidas para dar mayor liquidez a la economía, reactivar el crédito y reducir las tasas de interés. 
En adición, ejecutó una política cambiaria que permitió la estabilidad relativa de la moneda y aumentar la competitividad de nuestras exportaciones respecto a la mayoría de las economías latinoamericanas.
A pesar del deterioro del entorno internacional, el flujo de inversión extranjera directa fue favorable, ocupando el tercer lugar entre los países de América Latina en mayor inversión extranjera como proporción del PIB. 

          En 2010, los resultados preliminares del Indicador Mensual de Actividad Económica (IMAE), muestran que la tendencia de crecimiento en enero-febrero se ubica en torno al 6%, lo que refleja el sostenido proceso de recuperación iniciado en el último trimestre de 2009.
        Esta tendencia permite estimar que la economía crecería en el trimestre enero-marzo alrededor de 6%, y podría superar las proyecciones de cierre de 2010. 

 La inflación acumulada durante el primer trimestre fue 2.33%, lo que permite augurar, considerando la estacionalidad de la economía dominicana, que la inflación se mantendrá durante el año 2010 en el rango establecido en el programa monetario. 

Asimismo, el aumento de 11.4% de las exportaciones de bienes nacionales y de 14.2% de las importaciones nacionales durante los primeros dos meses de 2010, son consistentes con la reactivación de la actividad comercial. Igualmente, la llegada de pasajeros no residentes creció 3.97% en enero-marzo. 

El crecimiento durante siete meses consecutivos de este indicador refleja una recuperación gradual de la actividad turística.
Por su parte, el riesgo país dominicano registra un nivel similar al promedio de la región latinoamericana, lo que contribuye a mantener el flujo de inversión extranjera hacia el país.

 
Como resultado de las medidas adoptadas durante 2009, el crédito al sector privado en moneda nacional, mantiene un crecimiento anualizado de 16.4% a marzo 2010, consistente con la expansión del PIB nominal. 

Esto refleja la canalización de RD$41,889.2 millones del sistema financiero hacia la economía en dicho período, particularmente a los sectores productivos. 

Este dinamismo del crédito ha sido impulsado por las bajas tasas de interés, efectuándose operaciones entre 8% y 9% para adquisición de viviendas y otras actividades. 

A la par de este comportamiento, el sector financiero refleja mejorías en sus principales indicadores de gestión. 

En materia fiscal, las recaudaciones han mejorado al aumentar en 6.6% durante el periodo enero-marzo 2010 respecto al mismo periodo del año pasado. Esto contribuirá a cumplir la meta establecida para 2010 en el acuerdo con el FMI.

En síntesis, los resultados de la presente publicación evidencian que la economía se encuentra en un franco proceso de recuperación, mejorando la posición del país en el contexto latinoamericano.
Tal como reconoció el propio FMI en su más reciente comunicado: “La política fiscal contra-cíclica, apoyada por una política monetaria acomodaticia y el financiamiento externo, ha evitado una profundización de la ralentización económica y está sustentando la incipiente recuperación”.

Esta tendencia, junto a la esperada recuperación de la economía de los Estados Unidos durante la segunda mitad del año, permite augurar un crecimiento económico para 2010 superior al estimado en el acuerdo con el FMI, con mayores niveles de empleo y control de la inflación, en un ambiente de crecimiento con estabilidad macroeconómica.

3.8- Evolución del gasto social

El gasto social es el mecanismo por excelencia que tienen los gobiernos para mejorar las condiciones de vida de la población. En República Dominicana el gasto social es extremadamente bajo lo que es un reflejo del reducido tamaño del Gobierno en la economía y la baja prioridad del gasto social en el gasto total. El gasto social ha tenido un comportamiento pro-cíclico en los últimos 10 años por lo que cae drásticamente en el contexto de la crisis económica reciente. El retorno a la estabilidad macroeconómica y las proyecciones de reducción de la inflación tendrán un impacto positivo en el gasto social para el 2010. Sin embargo, dados los bajos niveles de ejecución en el primer cuatrimestre del año, el gasto social podría ser el más bajo en los últimos años, ubicando al país como el que menos gasta en salud y educación en toda América Latina y el Caribe. El país deberá en el corto y mediano plazo aumentar el volumen de recursos destinados a los sectores sociales, en particular, educación, salud y seguridad social. En el contexto de las restricciones estructurales que enfrenta el Gobierno Central, los esfuerzos deberán estar encaminados en los próximos años a la asignación de mayor prioridad del gasto social dentro del presupuesto nacional y a la mejora de la efectividad y eficiencia del mismo.


3.8.1.- En el sector educación

En los últimos 45 años la República Dominicana se ha acostumbrado a destinar un bajo porcentaje del presupuesto a la inversión en educación,  lo que ha dado como resultado escuelas con pocos recursos y la ubicación del país en los últimos lugares en relación con la calidad educativa.

Los gobiernos no han tenido como prioridad ese renglón y  lo demuestran con  el problema del financiamiento, que no ha sido consistente a través del tiempo, pues en algunos años aumenta pero en otros baja. 

En el 2009, el país dispuso de  RD$67,995.90 millones en el sector educación, de los cuales el gasto funcional del Gobierno Central   alcanzó RD$36,816.10 millones,  equivalente a un 10.8% del gasto total y 2.2% del PIB, mientras que las familias sin incluir el nivel superior invirtieron en ese año  RD$31,179.80 millones. 

Entre 2004 y 2009, el presupuesto ejecutado por el Ministerio de Educación fue de RD$127,716.61 millones y el de Educación Superior para  2006-2009, ascendió a RD$17,356 millones. En 2009, Educación Superior gastó en actividades centrales RD$223.5 millones; en servicios de educación superior, RD$70.7 millones; en servicios de ciencia y tecnología, RD$18.8 millones; en administración de contribuciones especiales, RD$1,593.48 millones y en administración de activos, pasivos y transferencias, RD$3,726.34 millones
.

Ambas instituciones realizan esfuerzos por superar escollos, y aunque se requieren más recursos, lo que se debe hacer con los existentes es darle el uso correcto para continuar la mejora del sistema educativo nacional. De acuerdo con los expertos, los resultados en educación nunca se ven a corto plazo.

Los recursos ejecutados  por las instituciones de educación superior en el país entre 2005 y 2009 alcanzaron RD$14,400.00 millones, de los cuales la Universidad Autónoma de Santo Domingo gastó RD$12,798.21 millones y las demás universidades RD$1,601.83 millones.

Aunque la inversión mejoró  levemente  a partir de la entrada en vigencia de la Ley General de Educación, la 66-97, no supera la mitad de lo que obliga esa legislación. El gasto público en educación desde 1995 hasta el 2009, en relación al PIB, no sobrepasó el 2.5%.

La ley dispone que el gasto en ese sector debe ser igual al 16% del gasto total del Gobierno y el 4% del PIB, pero a pesar de ese mandato legal ni siquiera llega al 15 ni al 3%, respectivamente. Las disposiciones de esa ley no han sido cumplidas por ninguno de los gobiernos.

En lo adelante, uno de los grandes retos de los gobiernos será aumentar el presupuesto de la nación para incrementar el gasto social, sobre todo el de educación, y así cerrar la brecha que el país tiene con el resto de la región, pero además  pagaría la deuda histórica con los sectores marginados del país.

Si se quiere hacer de República Dominicana una nación más competitiva, se debe priorizar  en educación para elevar la competitividad y productividad de los recursos humanos haciéndolos más capaces a través de la enseñanza, convirtiendo el centro educativo en un eje, en una verdadera comunidad de aprendizaje, pero para lograrlo hay que hacer cuantiosas inversiones en ese sector, no mañana, sino hoy.  

El presupuesto ejecutado del Ministerio de Educación en 2009 ascendió a RD$30,935.88 millones, de los cuales los gastos personales sumaron RD$21,190.75 millones, mientras que en los programas protegidos se invirtieron en el renglón repitencia, sobreedad, deserción en estudiantes de menores ingresos, RD$472 millones; en el Instituto Nacional de Formación, Capacitación Magisterial, RD$200 millones; en el Instituto Superior de Formación Docente Salomé Ureña, RD$102.9 millones; en reparaciones y construcciones, RD$2,517.96 millones; en equipos y mobiliarios, RD$665.6 millones; en libros de texto y materiales didácticos, RD$578.9 millones, y en el desayuno escolar, RD$2,574.71 millones.

3.8.2.- En el sector salud

El gasto público en salud ha sido bajo, entre el 1% y el 2% del PIB, muy inferior a los patrones internacionales (3%). Este porcentaje representa un tercio de todo lo que el país destina al cuidado de la salud, los dos tercios restantes lo gastan las familias. Además, el 70.8% del gasto es directo, no programado a través de alguna forma de aseguramiento.

El 50% del gasto público en salud se dedica a la atención a las personas, mientras solamente el 14% se dedica a salud colectiva y el 3.5% a las acciones de rectoría. 

Esta estructura de gasto en salud privada y pública afecta principalmente a las familias más pobres, las que tienen generalmente peor salud y utilizan menos los servicios disponibles, aún cuando la atención sea gratuita. La mala calidad de la atención pública incide en que incluso las personas de escasos recursos gasten parte de su presupuesto en pagar servicios de salud privados pensando que estos pueden ser mejores. Hay que notar que, si bien la enfermedad puede ser una pesada carga para la población pobre, las enfermedades catastróficas pueden convertirse en calamidades económicas aún para los no pobres, tanto por la pérdida de ingresos como por los costos del tratamiento.

El gasto general en salud en la República Dominicana es de un 7% anual, como proporción del Producto Interno Bruto (PBI), lo que con relación a la región es considerado aceptable
.

El gasto en salud en el país se asigna básicamente a los hospitales,  que manejan más del 40% de los recursos, mientras los centros ambulatorios obtienen menos del 20%.

Las farmacias y otros establecimientos que distribuyen medicamentos tienen  el 15% de los recursos.

Hay una gran debilidad técnica en el personal responsable, tanto a nivel de Salud Pública como en las instituciones descentralizadas”,  afirma el documento.

Se da trato inadecuado a la población que acude a los centros de salud. El país tiene los más altos costos en los precios de los medicamentos.

Los programas de salud colectiva requieren ser reformados y modernizados, hay problemas con el financiamiento y se ha funcionado en base a donaciones y préstamos internacionales. También ha habido flujo de dinero asignado ante coyunturas o emergencia nacional.

3.8.3.- Distribución del ingreso

3.8.3.1.- Coeficiente GINI

El coeficiente Gini, inventado por el estadístico italiano Corado Gini es un número entre cero y uno que mide el grado de desigualdad en la distribución del ingreso en una sociedad determinada. El coeficiente registraría cero (0.0= desigualdad mínima) para una sociedad en la que cada miembro recibiera exactamente el mismo ingreso y registraría un coeficiente de uno (1.0= desigualdad máxima) si un miembro recibiera todo el ingreso y el resto no recibiera nada.

El coeficiente Gini es una herramienta muy poderosa pero su validez depende directamente de la calidad de los datos estadísticos usados para calcularlo. Infortunadamente, no hay normas internacionales en esta materia. Esto significa que el coeficiente Gini puede ser manipulado hasta cierto punto por los analistas del ala izquierda que podrían buscar censurar las desigualdades extremas o por las alas derechas conservadoras que podrían querer demostrar que esa desigualdad es mínima. Por lo tanto se debe tener cuidado para asegurarse de la objetividad de la fuente de cada gini antes de sacar conclusiones apresuradas.

Según las cifras más recientes de la República Dominicana, nuestro país cuenta con un índice de gini de 0.50, lo que nos posiciona como una sociedad con un alto nivel de desigualdad de ingresos. Esto no debe sorprender a nadie, es obvio con tan sólo salir a la calle. Sin embargo, es interesante cómo el coeficiente de gini de nuestro país ha evolucionado a partir de 1992:
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Si bien es cierto que el país todavía cuenta con una gran desigualdad, también es cierto que las cifras muestran que con el paso del tiempo la República Dominicana se convierte más equitativa, no obstante que los niveles de desigualdad siguen altos
.

3.9- Canasta Básica de Bienes y Servicios

Es el conjunto representativo de bienes y servicios que con mayor frecuencia adquieren los hogares y que representan un gasto importante en el consumo total, que satisfacen directa o indirectamente necesidades de consumo final.

Los alimentos que integran la canasta básica familiar como los cereales y sus derivados, las grasas comestibles, diferentes tipos de carnes, granos (habichuelas), plátanos, leche, espaguetis, huevos, vegetales, entre otros, concluyeron los meses de enero hasta agosto con una inflación de un 15% más que en 2007, que fue de un 10%
.
En junio de 2009, para adquirir cualquier familia estos productos esenciales, tenía que disponer de RD$16,000.00, ya que los costos de dichos alimentos aumentaron, con una inflación de un 15%. 
         Sin embargo, durante los meses de septiembre a diciembre pasó de un 15% al 12%; o sea, que luego de la caída de los precios del petróleo y por ende de los combustibles y sus derivados, la tasa de deflación fue de un 3% menos con relación a los meses anteriores de ese mismo año.

         Tras un crecimiento de un 15% más que el año anterior, entre los meses enero-septiembre, la inflación fue 12% más que en 2007, tal y como se reflejó al cierre de este año.

          Según el último informe del Banco Central de la República Dominicana, el salario mínimo el pasado año quedó en unos RD$7,115, y el costo para adquirir los principales productos básicos fue de RD$16,000.00. En el año 2008, el salario mínimo se ha comportado en unos RD$7,400, y el precio de esos productos se incrementó en RD$18,000.00. Significativamente, el aumento de los alimentos redujo el salario de los empleados dominicanos. 
El Banco Central entiende por canasta familiar básica el costo de una serie de productos de la dieta diaria que, aunque no son consumidos por igual por todas las familias, sirve como referencia para establecer el monto de un hogar dominicano compuesto, como mínimo, por cuatro miembros.

Ese monto aproximado no incluye productos y servicios vitales para la conservación de la vida, tales como el pago por consumo de energía eléctrica, comunicación, transporte, educación, vivienda, salud y farmacia, entre otros. Razón por la cual, al anexar el propio Banco Central el costo de estos últimos, señala que la canasta familiar básica se eleva a 37,624 pesos mensuales.

CAPITULO IV

Riqueza, bienestar y equidad social
4.1- Conceptualización

Las políticas sociales constituyen el mecanismo redistribuidor de la riqueza más importante de un Estado. Pueden asegurar la protección social de sus habitantes y disminuir las desigualdades en el interior de la sociedad. Al hablar de desigualdades es importante recordar que el Estado de Bienestar no sólo influye sobre las desigualdades de clase social, sino también sobre las de género, ya que algunas intervenciones afectan especialmente a las condiciones de vida de las mujeres.

En la actualidad, aflora la necesidad de la reivindicación de lo social como aspecto fundamental del bienestar y el desarrollo, en la que asume la perspectiva ética como elemento base con sustancial de la construcción del cambio progresivo. El análisis de  equidad resume aspectos cualitativos y cuantitativos de las relaciones sociales y el desarrollo, además de que funciona como eje de articulación entre lo económico y lo social, mostrando la mixtura de elementos económicos, sociológicos y de otras disciplinas de las ciencias sociales que dan una perspectiva mucho más integradora y completa del problema de estudio
.

4.2- Características de la pobreza

En la República Dominicana el índice de pobreza alcanza niveles extremos y en algunos casos alarmantes; sin embargo, ante esta problemática, todos los sectores gubernamentales, empresariales y constitucionales mantienen la lucha incesante para proporcionar una mejor calidad de vida a toda la población en igualdad de condiciones.
Entre las características más importantes que pudiéramos mencionar tanto en pobreza como en desarrollo están: El Analfabetismo, El Desempleo, La Desnutrición, Falta de Servicios Básicos, Condición Sanitaria Deplorable, Mortalidad Infantil y Emigración.

En las últimas décadas nuestros servicios básicos han decaído en un 60% gracias a la falta de seguimiento de nuestras autoridades, no existen sistemas pluviales adecuados, una vez que enfrentamos lluvias, nuestras vías de acceso se inundan provocando entaponamientos y deslizamientos de tierras en los lugares bajos de nuestro territorio
.

En cuanto a salud , mortalidad infantil y adulta, las cifras hablan que existe un  20% de niños que son abandonados en centros públicos con SIDA a causa de la irresponsabilidad de los padres, se estima que para el 2009 más de 54,000 niños de nuestro país quedaron huérfanos a causa de este grave mal.

El desempleo generalizado en muchos sectores de la sociedad, da lugar a la emigración incesante en busca de nuevas oportunidades; estas por lo general se hacen en embarcaciones pequeñas sobrecargadas, donde los tripulantes arriesgan sus vidas y sus propias esperanzas de ayudarse y brindarles una vida decente a los familiares que aquí dejan. El porcentaje sin lugar a especulaciones es de hasta un 6% anual.
Las cifras disponibles indican que en la actual década la pobreza en general en la República Dominicana ha evolucionado conforme a etapas bien diferenciadas; niveles bajos y estables, con aumentos muy significativos hasta alcanzar el máximo en  el 2010 , exceptuando el año  2007 donde se produjo una desaceleración de la reducción de la pobreza en general. Estos comportamientos están asociados con choques económicos internos y externos.

En el caso de la pobreza extrema, se observa una desaceleración en la disminución de la pobreza en los años 2007 y 2008, pero a partir del 2009 se observa un aumento en la intensidad de la caída, asociado con los niveles de protección de los programas sociales del Gobierno Dominicano y con la disminución de impactos negativos de la crisis financiera global.

4.3- Distribución de la Riqueza


El crecimiento económico y la distribución de los ingresos para la economía Dominicana desde hace mucho tiempo, se ha comportado desigualmente y convertido en una cultura capitalista inequitativa, con referencias económicas desiguales desarrolladas en el proceso de distribución tanto en los sectores primarios como pequeñas empresas y grupos obrero-agricultores, como secundarios y terciarios este ultimo compuesto por grandes empresas capitalistas. 
Las ganancias obtenidas por estos sectores se contraponen entre si desarrollando grandes brechas de crecimiento económico y desigualdad vigentes hasta hoy, obteniendo como resultado una exclusión socio-económica de los sectores más desmejorados, por lo cual la tendencia prioritaria dentro de las acciones estratégicas de contingencia social, se encuentra en ser un país más equitativo, preocupado por superar la extrema pobreza y mejorar la inequidad en la distribución del ingresos, generando estrategias que impliquen reformas en una multiplicidad de factores socio-económicos.

Sin embargo los porcentajes de ingresos per cápita siguen siendo uno de los principales factores inequitativos, permitiendo el asentamiento de la pobreza total.

Si bien a aumentado el acceso de los sectores pobres a la economía capitalista el ingreso sigue siendo insuficiente, y las variables de empleo, salud, educación, etc. siguen en contraste con la desigualdad.

El monto del Presupuesto para el año 2010, alcanza un total de RD$378,997.5 millones, de los cuales, RD$263,032.9 millones (14.5% del PIB), corresponden a Ingresos y Donaciones y RD$115,964.6 millones a recursos provenientes de las Fuentes Financieras.

El valor correspondiente a los Ingresos y Donaciones, contempla un monto de RD$258,932.8 millones, de Ingresos Internos, equivalentes al 14.3% del PIB, distribuidos en RDS243,870.20 millones (13.5% del PIB) por concepto de Ingresos Tributarios y RD$15,062.6 millones (0.8% del PIB) a Ingresos no Tributarios. Asimismo, se proyectan Donaciones por un monto de RD$4,100.0 millones, las cuales son destinadas a financiar Inversiones.

Dentro de los Ingresos Tributarios, las partidas mas importantes  comprenden los Impuestos: sobre Mercancía y Servicios (RD$149,649.5 millones), incluyendo el ITBIS, sobre Ingresos (RD$58,348.5 millones) y al Comercio Exterior (RD$24,010.7 millones)
.

El Proyecto de Presupuesto para el año 2010, alcanza un total de RD$378,997.5 millones, de los cuales RDS310.861.3 millones corresponde a Gastos y RDS68,136.2 millones a las Aplicaciones Financieras.

En el caso de los Gastos, Presupuestados en RD$310,861.3 millones, los mismos representan el 17.2% del PIB, en términos  nominales, de los cuales los Corrientes alcanzan RD$225,534.7 millones, (72.6%) y los de Capital, RD$85,326.6 millones, (27.4%), equivalentes al 12.5% y al 4.7% del PIB, respectivamente. En resumen, esta distribución del gasto, en adición a la política fiscal para el próximo año, contemplan disminuir el déficit fiscal de 3.1% del PIB en el 2009, a 2.6% para el 2010, determinando una modificación de la estructura de esos egresos, priorizando el Gasto de Capital y el destinado a los Sectores Sociales, por encima de los demás gastos.

Para la protección de sectores vulnerables de la economía y la población; y para la estabilidad social y económica en general, el Estado Dominicano debe garantizar la liberalización tanto para el comercio como para las inversiones que puedan incentivar tanto el crecimiento como la distribución de la riqueza, al permitir una participación más amplia de agentes en el mercado (sin monopolios u oligopolios), la generación de economías de escala (mayor productividad) y el aprovechamiento de ventajas competitivas relativas. 
El Estado debe garantizar la privatización, ya que se considera que los agentes privados tienden a ser más productivos y eficientes que los públicos, así como la desregulación, ya que se considera que demasiadas reglas y leyes inhiben la actividad económica y que su reducción a un mínimo necesario propicia un mayor dinamismo de los agentes económicos.

La mejor manera de alcanzar la distribución de la riqueza y el bienestar de los individuos es mediante un crecimiento total del producto, que por su propia dinámica permea al total de los integrantes de la sociedad.

4.3.1- REPARTO DE RIQUEZA

En la economía del sector público es importante la forma y el tipo del gasto. La teoría clásica de la hacienda pública asigna a dicho gasto tres funciones esenciales: a. la de asignación, b. la de distribución, y c. la de estabilización.

A partir de esos criterios, el funcionamiento de la economía del sector público dejará su impronta en la asignación de los recursos, en la distribución de la renta nacional y en el nivel de la actividad económica.

En otras palabras, el equilibrio de esas funciones debe ser el objetivo principal de las políticas públicas. Su desequilibrio abre paso a la inequidad social, a los desequilibrios macroeconómicos y a la concentración de la riqueza vía la renta nacional. Donde falla el mercado en la provisión de bienes y servicios, entra o debe entrar el gasto público a suplirlo. Si lo hace, se cumple la función de asignación de recursos.

Sin embargo, la ejecución del Gasto Corriente en la República Dominicana, tiene que ver, en lo esencial, con la distribución de la renta nacional, otra función importante en la teoría de la hacienda pública.

La función de distribución es muy subjetiva y su ejecución estará condicionada por el pensamiento social de quienes gobiernan, sin obviar que las necesidades de la población también juegan un importante papel, ya que esas necesidades se reclaman a través de conflictos sociales y políticos.

El reparto de la riqueza y de la renta depende de conceptos como distribución justa e injusta, correcta o incorrecta, equitativo o inequitativo, etc. En esos campos, las ciencias económicas han avanzado mucho en las 3 últimas décadas, pero en la práctica no se ha producido un vínculo permanente entre la creación de esos instrumentos científicos y la ejecución de las políticas públicas equitativas.

Mientras las ciencias económicas avanzaban aportando instrumentos novedosos, en el mundo entero prosperaba la práctica neoliberal de distribuir los recursos considerando al mercado, ignorándose, la indefensión de los grupos sociales menos favorecidos por la riqueza.

Las características principales y el tipo del gasto público quedan reveladas cuando se hace un análisis económico del gasto público. Al observar dicha clasificación se pueden determinar las tendencias en las políticas públicas y sus agrupamientos en función del pensamiento político-filosófico de los grupos que controlan el gobierno.nstitucionales

 4.3.2- POLITICAS DE SUBSIDIO ESTATAL
El Estado dominicano a través del Plan Social de la Presidencia ha establecido un gran número de programas y ayudas sociales que tiene como objetivos principales:

· Asegurar a las familias beneficiarias un nivel mínimo de consumo de los bienes que componen la canasta básica alimentaria (CBA). 

· Impulsar que los miembros de hogares beneficiarios, a partir de los 5 años alcancen al menos 9 años de educación inicial y básica. 

· Estimular a que los jóvenes entre 14 y 18 años accedan, permanezcan y alcancen por lo menos el 1er. ciclo del nivel medio. 

· Incidir en la reducción de la sobreedad escolar, de los niños, niñas, jóvenes miembros de los hogares beneficiarios, con 2 ó más años por encima de la edad del grado correspondiente. 

· Contribuir a elevar el acceso a los servicios comprendidos en el plan básico de salud a incidir en la disminución de la morbilidad y mortalidad en los grupos de intervención, articulado con el Plan Nacional de Salud a fin de impactar en la reducción de estos índices a nivel nacional. 

· Mejorar la nutrición de los miembros de hogares beneficiarios, con énfasis en la población más vulnerable como son los niños y niñas entre 0 y 5 años, así como las mujeres embarazadas y lactantes. 

· Fomentar la responsabilidad y aumentar el conocimiento de los hogares pobres en relación con el cuidado de la salud y la nutrición, así como los derechos y obligaciones que asumen al formar parte del Programa. 

El Programa Solidaridad integra un conjunto de componentes como medio de implementar la estrategia de salida de la pobreza, dando apoyo al mejoramiento del ingreso y a la inversión en capital humano de las familias en pobreza extrema y moderada, mediante el otorgamiento de transferencias monetarias condicionadas al cumplimiento de compromisos previamente acordados.

Este incorpora dos componentes básicos: i) Componente de Salud, ii) Componente de Educación.

El Programa ha sido diseñado para incorporar otros componentes adicionales, en función de las prioridades definidas por el Gabinete de Coordinación de Políticas Sociales.

Componente de Salud

Hasta el mes de mayo del año 2009, las acciones del Programa comprendían: capacitación que a pesar de no ser exclusiva para salud, priorizaba la educación alimentaria y nutricional, y la intervención dirigida a los niños y niñas de 0 a 5 años, miembros de los hogares beneficiarios, en el cual estos debían acudir, al menos cada 4 meses, al centro de salud asignado en el marco del Programa, a fines de ejecutar acciones de carácter preventivo y de detección temprana de problemas de salud.

Por el cumplimiento de estas acciones en salud los hogares recibían las transferencia Comer es Primero.
A partir de septiembre del año 2009 se inicia un replantamiento de las intervenciones de salud direccionándolas hacia cuatro líneas básicas de acción:

1. Prevención 

2. Apoyo a los Adultos Mayores 

3. Apoyo Alimentario 

4. Promoción 

Componente de Educación

En la actualidad las intervenciones en educación están orientadas al apoyo de la inscripción y la asistencia escolar de los niños, niñas y adolescentes, miembros de hogares beneficiarios, con edades entre 6 a 16 años, cursando entre primero y octavo grado de educación básica en escuelas públicas y que alcancen una asistencia mínima de 85%.  Para estos fines se otorga al jefe o jefa del hogar, a través de la tarjeta de débito Solidaridad, la transferencia Incentivo a la Asistencia Escolar (ILAE).

Con miras al año escolar 2009-2010, el Programa contempla rediseñó la intervención en educación de manera que, además de la cobertura existente, incida en la población de 5 años para que obtenga 1 año de Educación Inicial, ampliar la cobertura de grados hasta el primer ciclo de educación medía, e incidir en la reducción de la sobreedad escolar, al otorgar incentivos monetarios condicionados a la participación de los niños y jóvenes miembros de los hogares beneficiarios, con 2 o más años por encima de la edad del grado correspondiente, en programas de tutorías y bachillerato acelerado. Otro aspecto que se vislumbra en el nuevo mecanismo de intervención es la estandarización con el sistema escolar dominicano del porcentaje de asistencia mínima aceptado en 80% y el pago de la trasferencia creciente con el grado aprobado, de manera que existirán 4 grupos de trasferencias.

4.3.3-BENEFICIARIOS DE SUBSIDIO. REQUISITOS
 La población objetivo para el programa de transferencias condicionadas de Solidaridad es aquella que cumpla los dos criterios generales de elegibilidad: 

a). Hogares identificados y clasificados en pobreza extrema y moderada por el Sistema Único de Beneficiarios (SIUBEN).

b). El o la jefa de hogar debe poseer una cédula de identidad personal valida.

Nivel de cobertura y criterios de priorización

El programa de transferencias condicionadas de Solidaridad atiende hogares en pobreza extrema y moderada en todas las regiones y provincias del país.

A partir del año 2009, el Programa está ampliando de forma gradual su cobertura en función de los criterios de priorización para la expansión de beneficiarios:

· Espacial, Índice de Calidad de Vida y Disponibilidad Presupuestaria.

4.4- El Estado garante de riqueza

El Estado es la expresión política de la estructura económica de la sociedad y como tal debe dar prioridad a sus obligaciones sociales. Es el garante del bien común, cuyo valor fundamental deriva de la igualdad y no discriminación, basado en los principios de: Equidad, Solidaridad, Bien común, Responsabilidad social, Convivencia Social, dignidad humana y Justicia Social
.

Es un sistema que se dispone a fortalecer servicios y garantizar derechos esenciales para mantener el nivel de vida digno para participar como miembro pleno en la sociedad y garantizar la asistencia sanitaria, salud, educación, trabajo, vivienda digna, indemnización de desocupación, subsidio familiar, acceso a los recursos naturales y culturales, entre otros, que son los denominados derechos sociales reconocidos en la Constitución Política. 

El Estado debe crear, conservar y comprometerse  a materializar esos derechos para satisfacer las necesidades de sus habitantes, logrando así un bienestar general. Por ello la justicia, la educación, la salud, la seguridad social, el desarrollo integral del individuo y de la sociedad y la protección de sus derechos humanos, se transforman en funciones prioritarias del Estado. 

El Estado debe fortalecer sus instituciones como herramienta fundamental para proteger a la población, reforzar la legitimidad de sus actuaciones, alcanzar un desarrollo humano sostenible y asegurar la eficacia de las políticas públicas y desarrollo del pensamiento en pro a los derechos humanos.

El Estado debe establecer criterios de políticas sociales, verbi gracia: invertir en el capital humano, contribuir a la erradicación de la pobreza y su sustentabilidad en el tiempo, y el tener la capacidad de proveer esquemas adecuados de seguridad social para prever variaciones de ingreso de las personas. 

Desde el punto de vista de la gestión pública, se requiere de una integralidad en la política económico-social, caracterizada por el proveer de servicios básicos, de infraestructura productiva y ejercer las funciones de descentralización, coordinación y participación de los agentes involucrados en ella. Se debe seleccionar las políticas privilegiando algunos sectores sociales considerados como más vulnerables (niños, jóvenes, jefas de hogar, discapacitados, tercera edad) y aumentar el gasto social.


En definitiva, el Estado procurá establecer los canales y estrategias que fueren más adecuados para lograr generar e implementar una política pública que pueda ser eficiente y efectiva.
4.5- Cohesión social

En la República Dominicana hay una disparidad creciente entre la capacidad de expansión mostrada por la economía y la calidad de sus resultados sociales. En el transcurso de las últimas tres décadas el valor real del producto interno bruto (PIB) se multiplicó por cuatro y el ingreso real por habitante se duplicó. Este crecimiento, sin embargo, no se volcó con la misma intensidad a favor de una mejoría equivalente en el plano del bienestar social promedio de los habitantes. La discrepancia tiende incluso a ser cada vez mayor en el período reciente. La evolución comparada de los índices de desarrollo humano (IDH) y del producto interno bruto por habitante (PIBH) muestra un avance relativamente armónico entre 1975 y 1990, pero después de este año aparece una disociación que no ha dejado de ampliarse y en virtud de la cual el primero de estos índices tiende a rezagarse de manera muy marcada ante la aceleración del segundo. Contemplado desde el ámbito de las políticas públicas, el ensanchamiento de esta brecha es un indicio de cómo la política económica y la política social han discurrido por separado (y es probable que, en algunos momentos, lo hayan hecho hasta de manera conflictiva o contradictoria)
. 
También muestra que el proceso de modernización de las últimas tres décadas en la República Dominicana no dio lugar al desencadenamiento de un círculo virtuoso entre crecimiento y desarrollo humano. De hecho, estudios empíricos que comparan las modalidades de interrelación entre estas dos dimensiones básicas del desarrollo tipifican el caso dominicano como uno de “desempeño asimétrico con sesgo pro crecimiento. De acuerdo con dichos estudios, la experiencia internacional del último medio siglo revela que este tipo de desempeño está lejos de asegurar el ascenso a un ciclo virtuoso de desarrollo (crecimiento económico dinámico con altas tasas de desarrollo humano), y a la larga más bien suele conducir a un “punto muerto”. Por consiguiente, esta misma experiencia internacional también desmiente el enfoque secuencial del desarrollo, según el cual primero hay que fomentar el crecimiento y el desarrollo humano se dará por añadidura.

Es un hecho que el crecimiento económico experimentado por la República Dominicana en las décadas recientes no ha reducido ni atenuado las escisiones sociales, las cuales en algunos casos incluso se han profundizado como consecuencia de la mutación de la estructura económico-productiva y la diversificación de la sociedad. Los grupos sociales vulnerables que son quienes resienten el mayor costo de tales escisiones lo son porque sus miembros están expuestos al efecto corrosivo de diversos factores de exclusión y se ubican al margen de las redes institucionales de protección y solidaridad. La exclusión económica es la más visible y extendida de todas las formas de exclusión, aunque casi siempre se acompaña de otras sociales, culturales, políticas que por sí mismas también generan inequidad y pueden ser poderosas fuentes de marginación de los individuos.

En efecto, la exclusión social tiene que ver tanto con carencias económico-materiales como con carencias simbólicas, entendidas éstas como una participación parcial y hasta nula de los individuos en las instituciones sociales básicas
. 
La exclusión social es un concepto más amplio que el de pobreza e indica un debilitamiento de los vínculos sociales y una fragmentación de la sociedad en cuyo marco la condición de excluido conlleva una pesada carga de no reconocimiento y aislamiento de los grupos e individuos que la padecen. La exclusión social no es el resultado fallido de diversas estrategias individuales, sino de un proceso estructural que genera esta condición para diversos contingentes de la población. En este sentido, los excluidos son la última fase de dicho proceso, por lo que es importante no sólo fijar la atención en ellos sino también en los mecanismos subyacentes que producen tales resultados.

El enfoque de la cohesión social ofrece una posibilidad fructífera de analizar esos mecanismos para fines de política pública. Dicho enfoque se sitúa en una esfera alternativa a la de los programas diseñados de manera especial para los “excluidos”, y es por consiguiente un poderoso dispositivo conceptual a favor de los programas universales, que por definición descartan la estigmatización social. 
La adopción de este enfoque por parte de quienes diseñan políticas públicas en diversos niveles de responsabilidad y en diferentes escalas territoriales, ha permitido afrontar de manera activa y en ocasiones hasta innovadora los desequilibrios generados por el proceso global de reestructuración económica y cambio social registrado en el mundo en las últimas dos o tres décadas
. 

La cohesión social está fuertemente relacionada con las instituciones económicas, y de manera especial con el mercado; por ello, esta dimensión puede describirse como un puente entre “lo social” y la política económica. Las prácticas y situaciones de exclusión del mercado, en especial del mercado laboral, constituyen una clara amenaza a la cohesión social.

El empleo es el principal factor de cohesión. Como tal, también deber ser el foco de convergencia de todos los componentes de la nueva estrategia dominicana de desarrollo. El empleo debe convertirse en un parámetro para establecer el orden de prelación de las grandes decisiones de la política económica y social del próximo cuarto de siglo en la República Dominicana.

Uno de los mayores desajustes del estilo de desarrollo que ha prevalecido en las últimas dos décadas en la República Dominicana concierne a la situación laboral y a la evolución del desempleo. A pesar de que la economía ha observado períodos de alto dinamismo, sobre todo en a segunda parte de la década de 1990 y tras la crisis de 2003-2004, la insatisfactoria evolución del empleo permanece, al mantenerse la tasa de desempleo amplio en cifras de dos dígitos, rondando en algunos momentos cerca de un 20%.

Es evidente que la economía ha sido incapaz de generar una adecuada oferta de puestos remunerativos de trabajo ante una fuerza laboral con altas tasas de crecimiento como consecuencia del cambio de la población, proceso que deriva en una creciente población en edad de trabajar. Paralelamente se han producido cambios en la estructura del mercado laboral debido al propio proceso de cambio estructural de la economía, tanto interno como externo. 

4.6- Bienestar social y econÓMICO
Un Estado realmente democrático y garante, que asuma la responsabilidad de actuar socialmente con eficacia y garantice a la población el ejercicio de sus libertades y el disfrute de los mínimos de bienestar social, haciendo énfasis en la búsqueda de mayores niveles de equidad e inclusión social frente a la persistente desigualdad social e inestabilidad política, por lo que el Estado Dominicano como medida de  solución a las demandas y exigencias sociales ha planteado un amplio programa de ayudas sociales a través de la Presidencia de la Republica. 

Dentro de estas políticas sociales e incentivo familiar existen los siguientes programas: 

Comer es Primero: otorga una ayuda económica mensual de setecientos pesos (RD$700.00) a cada jefe o jefa de las familia beneficiaria para adquirir alimentos de acuerdo a una canasta básica determinada.

Su objetivo es complementar la alimentación básica de los hogares en situación de pobreza con la condición que la futura madre asista a chequeos clínicos de su embarazo y se lleve periódicamente al médico a los niños del núcleo familiar para medir su peso y talla garantizando así el seguimiento a su desarrollo físico y buena salud
. 

Incentivo a la Asistencia Escolar (ILAE): otorga una ayuda económica mensual, pagada bimestralmente, durante el período de clases, de ciento cincuenta pesos (RD$150) a cada jefe o jefa de familia beneficiaria por cada hijo, hasta un máximo de cuatro, en edades comprendidas entre 6 y 16 años, inscrito desde primer hasta octavo curso de educación básica para la compra de útiles escolares, uniformes, medicinas y otros. 

Su objetivo es contribuir a la disminución de la deserción escolar en el nivel básico, en los hogares en situación de pobreza con la condición que cada niño asista regularmente a la escuela y se cubran sus necesidades básicas.

Incentivo a la Educación Superior (IES):
Este programa otorga una ayuda económica mensual de quinientos pesos (RD$500) a jóvenes estudiantes universitarios, procedentes de los estratos de bajos ingresos de la sociedad dominicana, egresados de escuelas localizadas en el Mapa de la Pobreza, que estén matriculados en cualquiera de los Centros de la Universidad Autónoma de Santo Domingo (UASD) para pago de matrícula universitaria, compra de libros y útiles de estudio.

Su objetivo es apoyar económicamente a estudiantes de escasos recursos económicos para que realicen sus estudios universitarios con la condición de no interrumpirlos y mantener una condición académica normal.

- Programa Bonogás para Choferes (BGC):
Consiste en una ayuda de RD$3,420.00 mensuales adicionales, a trabajadores del volante para la compra del Gas Licuado de Petróleo (GLP), con la condición que se mantengan trabajando a fin que puedan brindar el servicio de trasporte a los usuarios sin afectar los precios.

- Programa de Incentivo a la Policía Preventiva (PIPP):
El objetivo de este programa es apoyar el ingreso de los policías que prestan servicios de vigilancia en las calles con una subvención de RD$928.00 que les permite comprar alimentos, y así como complementar la nutrición de sus hogares protegiéndole de caer en situación de pobreza. 
El PIPP pertenece a la Policía Nacional Dominicana y es otorgado mensualmente.

- Programa Incentivo a los Alistados de la Marina de Guerra (PIMAG):
Contribuye con los alistados, de manera mensual, con la suma de RD$928.00 para la compra de alimentos en los establecimientos adheridos a la Red de Abastecimiento Social (RAS). El PIMAG es dependencia de la Marina de Guerra.

Programas de Transferencias Monetarias No Condicionadas

- Programa Protección a la Vejez en Pobreza Extrema (PROVEE):
A través del PROVEE las familias pobres beneficiarias de PCP con personas envejecientes que no reciben pensión ni se encuentran trabajando, reciben transferencias en efectivo sin tener que cumplir ninguna condición en específico
.

Suplemento Alimenticio: otorga una ayuda mensual de cuatrocientos pesos (RD$400) adicionales a hogares con personas mayores de 65 años de edad que disfrutan del subsidio “Comer Es Primero” para la compra de alimentos. 
Su objetivo es complementar el sustento alimenticio de adultos mayores en situación de pobreza, que no reciben pensión ni se encuentran trabajando a fin de contribuir a que mantengan una buena nutrición.

-Programa Bonogás para Hogares (BGH):
Consiste en una ayuda de RD$228.00 mensuales adicionales, a los hogares pobres y de clase media baja para la compra del Gas Licuado de Petróleo (GLP) a fin que puedan cocinar sus alimentos, sin que para ello medie obligación alguna. Este componte pertenece al Programa Solidaridad (PS).

-Bonoluz:
Esta subvención está orientada a auxiliar a familias de escasos recursos económicos en el pago del servicio eléctrico. El rango de ayuda social se encuentra entre los RD$25.90 a RD$370.00 pesos mensuales.

El gobierno ha entregado subsidio en sus diversos programas de bienestar social para ayudar a personas pobres en todo el país por un monto superior a los RD$19,121.6 millones y el número de beneficiarios asciende a un 1,441,888 personas desde el 2004 hasta el mes de abril de este año.

El año pasado, el monto entregado por subsidio fue de RD$7,751.4 millones, lo que representó un incremento de RD$3,239.3 millones con relación al 2008, cuando el monto fue de RD$4,521.1 millones.
En el 2009 se entregaron subsidios para el programa Comer es Primero por un monto de RD$3,901.7 millones y en el 2008 por RD$2,918.2millones.
De acuerdo a un informe de la Administradoras de Subsidios Sociales (ADESS) hasta abril de este año habían 525,511 beneficiarios del programa Comer es Primero, 74,990 del Suplemento Alimenticio, 242,018 del Incentivo a la Educación Escolar, 757,818 beneficiarios del Bonogas hogar.

El número de beneficiarios-tarjetahabientes es de 833,256 al corte de abril, según los datos de la ADESSS.

Desde inicios de año hasta el corte de abril, el total de subsidio entregado ascendió a RD$2,916.4 millones. De los RD$19,121.6 millones entregados en subsidios, el programa Comer es Primero tiene el mayor monto, con RD$11,894.9 millones, seguido del Incentivo a la Educación Escolar, con RD$1,766 millones, el Bono gas Hogar con RD$3,400.8 millones, el Suplemento Alimenticio con RD$774.7 millones y el Bonogas chofer con RD$841.4 millones.
Por el programa de Bonoluz el gobierno ha entregado ya 17.7 millones hasta abril de este año. Para los diversos programas sociales el gobierno cuenta con una red de abastecimiento social compuesta por 2,335 colmados, 715 envasadora de GLP, 105 librerías, fotocopiadoras, economatos, pago de matrícula en la Universidad Autónoma de Santo Domingo y 4 puntos para el pago de la electricidad, lo que hace un total de 3,159 puntos.

4.7- Equidad social

El Estado Dominicano debe garantizar un nivel mínimo de prestaciones en favor de todos los residentes en el territorio nacional, que permitan su atención integral mediante una adecuada distribución de las cargas financieras necesarias para su financiación, contando además con una correcta inversión del gasto social hacia la población más pobre y vulnerable, independientemente del poder adquisitivo o diferencias sociales, generacionales, laborales, de raza o de género.

El buen desempeño macroeconómico no ha significado tampoco un aumento del gasto social en salud y educación, y en consecuencia en un beneficio para el conjunto de la población, especialmente los más pobres. La inversión en estos rubros debería ser un reflejo de la equidad en la política de redistribución. De hecho, salud ha sufrido un recorte de 256 millones
.

La eficiencia de las políticas económicas se miden no sólo por el aumento del producto sino por la equidad de su distribución. El continuo deterioro del salario real, la limitada inversión en salud y educación y una política Impositiva regresiva no permiten hablar de un verdadero bienestar económico en República Dominicana.

La inequidad perjudica con mayor rigor a los sectores con menores ingresos, que debe pagar un alto porcentaje de los servicios de salud pese la extensión de la cobertura. En términos concretos, el 60 por ciento de la población carece de seguro de salud, debiendo financiar con recursos propios los gastos en este renglón.
CAPITULO V

Compatibilidad del crecimiento económico con la equidad social en la República Dominicana
5.1- Conceptualización 

La ampliación de las desigualdades ha sido una característica persistente de la economía mundial durante los dos últimos siglos y ha tenido a América Latina como un privilegiado representante. Como señala la CEPAL en la “Brecha de la Equidad”, lo más notable en la región, son los deterioros de la equidad social, que se expresan en el empleo, la pobreza y la exclusión que afectaría a masas crecientes de la población. 
Esto viene acompañado de una percepción, cada vez más compartida, de que el modelo de desarrollo es incapaz de generar certezas de bienestar en las personas y hogares de menores recursos.

A pesar de un aumento considerable del gasto social en nuestro país, los pobres resultados obtenidos han llevado a plantearse la gravitación de los problemas de gestión a la falta de recursos. Se puede afirmar que las debilidades en materia de calidad de la gestión social son inseparables de los problemas de equidad. El diagnóstico es que el sistema público se ha deteriorado y el PNUD considera que entre las iniciativas para combatir la pobreza y la reducción efectiva de la pobreza hay un eslabón perdido: la gestión pública
.

La CEPAL sostiene que “se requiere una reorientación de los patrones de desarrollo del país, en torno a un eje principal, la equidad, es decir, la reducción de la desigualdad social en sus múltiples manifestaciones”. Aunque la política social y la búsqueda de una nueva gestión social no puede asumir por sí sola la responsabilidad por la equidad, si juega un papel insustituible para lograr avances en esta crucial temática.

En un estudio de la CEPAL, se afirma que “casi todo el fruto del crecimiento económico de esta región ha ido a parar a manos de aquellos que ya tenían un ingreso elevado, y muy poco se ha derramado hacia quienes más lo necesitan”.  El BID precisa que “gran parte de la desigualdad de la Republica Dominicana se relaciona con las diferencias entre el 10% superior y el resto de la población”. Pero no se trata solamente de la distribución de los ingresos. Las dimensiones patrimoniales, demográficas, étnicas y de género profundizan la desigualdad. 
Partimos de la base que la equidad no se confundiría con la justicia y la igualdad, aunque está emparentada con ellas. Mientras la justicia es un valor, inalcanzable, la equidad es aquella parte de la justicia que es realizable, es posible, es viable, en un momento histórico determinado. Una sociedad equitativa no busca la igualdad de resultados, pero pretende ir más allá de la igualdad ante la ley, para superar barreras económicas y sociales, y compensar desigualdades que dificultan la realización de su potencial a determinados individuos. Una sociedad puede ser a la vez equitativa y desigual o, en otras palabras, es posible que aumente la equidad sin que disminuyan las desigualdades, y a la inversa.

Hay un creciente consenso que la pobreza y la desigualdad en sus múltiples expresiones, acompañada por la falta de participación y deficiencias institucionales, son los obstáculos principales para lograr una mayor competitividad y sustentabilidad del crecimiento económico.

El desarrollo es más que el crecimiento económico, y sus frutos tienen que distribuirse en toda la población, no sólo por razones éticas, sino también para permitir el entrelazamiento que tiene la equidad con la competitividad. Se puede hablar de un condicionamiento recíproco entre crecimiento y equidad del que se desprende la necesidad de avanzar hacia ambos objetivos en forma simultánea antes que secuencial
.

5.2- fortalecimiento institucional

5.2.1.- Gobernabilidad democrática

El fortalecimiento de la gobernabilidad es un objetivo prioritario para promover el desarrollo humano y alcanzar los Objetivos de Desarrollo del Milenio en República Dominicana. Construir una mejor sociedad requiere de la vinculación efectiva de todos sus ciudadanos en el proceso de búsqueda de soluciones colectivas a los problemas que enfrentan como individuos. 

 
El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) procura el fortalecimiento de las instituciones nacionales-centrales y locales- en sus capacidades de brindar más y mejores servicios a sus ciudadanos y ciudadanas a través de acciones que coadyuven al fortalecimiento de su gobernabilidad democrática.

En seguimiento con la ola de reforma de las Naciones Unidas, desde 2006, todos los proyectos e iniciativas del PNUD fueron alineados e incorporados a las nuevas herramientas conjuntas de programación del Sistema de las Naciones Unidas, que son: el Marco de Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo (UNDAF) el Programa de País (CPD) y el Plan de Acción del Programa de País (CPAP), documentos que fueron suscritos y elaborados conjuntamente con el gobierno de República Dominicana. 

La Unidad de Gobernabilidad Democrática del PNUD procura el fortalecimiento de las instancias del estado vinculadas a la gestión pública a través de tres grandes ejes:
a) Consolidación de la democracia, brindando apoyo tanto a nivel Legislativo, al órgano Estatal coordinador de los procesos electorales y a los partidos políticos  

b) Fortalecimiento institucional de los tres poderes públicos, en favor de la consolidación del Estado de derecho.

c) Organización de la gestión y administración pública, sobre la base del desarrollo humano, gestión orientada al establecimiento de una cultura de servicio público basada en la transparencia en la gestión de un Estado moderno, eficiente y con participación de la ciudadanía. 

5.2.2.- Estabilidad política


Recientemente fueron conocidos los resultados del Indice de Participación Ciudadana 2005 (IPC 2005), así como los del Informe Latinobarómetro de este año, con interesantes datos sobre la democracia y la participación política en América Latina y en nuestro país. Ambos informes son relevantes puesto que entregan datos sobre Chile que pueden ser comparados con otros países de la región, permitiendo efectuar una evaluación respecto de cómo nos percibimos en relación con la forma que lo hacen nuestros vecinos en un mismo ámbito, dados diferentes o similares escenarios socio-políticos y económicos
.

En esta ocasión, resulta interesante destacar las miradas que tienen nuestros países acerca de sus democracias y de la participación política que en ellos se da, considerando la percepción de la ciudadanía sobre dónde reside el poder, su valorización de la democracia y la participación en política en comparación con otras dimensiones, con el objeto de detectar algunas señales que están detrás de dichas percepciones y que pueden ser útiles al momento de establecer qué tipo de participación ciudadana es la que queremos.

Así, en primer lugar, la percepción sobre quién tiene más poder nos vincula con las instituciones de mayor legitimidad, con aquéllas respecto de las cuales más se espera una solución o bien con las que se estima tienen mayor nivel de influencia en la sociedad. En este sentido, de acuerdo al Informe Latinobarómetro, el poder del Estado ha disminuido desde el 2003 cuando un 57% de los habitantes de la región decía que era la institución que tenía más poder, a un 49% en el 2005. Lo mismo ocurre con los partidos políticos, los que disminuyen su percepción de poder de 39% a 34% el 2005. En cuanto a las grandes empresas, éstas aumentan su percepción de poder de un 40% el 2003 a un 44% el 2005, mientras el poder del Congresos se mantiene estadísticamente sin mayor significancia, con un 22% el 2005.

En cuanto a la valorización de la democracia, según los datos recogidos por el IPC 2005, Chile aparece como el segundo país que más valora la democracia con un 27,1% de los entrevistados que se declara cercano a esta forma de gobierno, siendo sólo superado por República Dominicana (32,7%). 
De la misma forma, el Latinobarómetro da cuenta de que en Chile el 59% está de acuerdo con la frase “la democracia es preferible a cualquier otra forma de gobierno”, situándose cercano al promedio de América Latina que es del 53%, mientras que es superado por países como Uruguay (77%) y Venezuela (76%). Por debajo de la media se encuentran países como Perú con un 40% y Paraguay y Guatemala con un 32%. Lo anterior, es complementado por datos del IPC 2005 que señalan que el 59.3% de los chilenos está completamente en desacuerdo o en desacuerdo con que si el país tuviera serias dificultades, el Presidente debería tener la posibilidad de dejar de lado al Congreso y los partidos políticos
.

Finalmente, en relación con la participación política –medida desde la participación en partidos políticos o movimientos-, el IPC 2005 indica que en Chile ésta sólo es de un 2.2%, situándolo como el país con el nivel más bajo entre los ocho países medidos, mientras que República Dominicana aparece con un 9.4%, México con un 8.6% y Costa Rica con un 5.7%. Sin embargo, es interesante que al mismo tiempo nuestro país presente el mayor nivel de participación en actividades de voluntariado, con un 18.4%, seguido por Argentina (17.8%) y República Dominicana (17.6%), demostrando una alta participación en ámbitos no políticos. Por su parte, el Latinobarómetro señala que el 27% de los latinoamericanos responde que habla de política frecuente o muy frecuentemente, mientras que el 19% trabaja por temas que afectan a su comunidad, el 17% trata de convencer a alguien de lo que piensa políticamente y el 6% trabaja frecuentemente por un partido político. Para el caso de Chile, los resultados son –para la respuesta frecuentemente- 26%,9%, 12% y 2%, respectivamente en cada caso. 

La explicación entregada por el IPC 2005 para el fenómeno de baja participación política en Chile y de alta participación en actividades sociales, es el significado y razones que los chilenos tienen para participar. 
La participación es entendida como involucrarse, interesarse (49.0%), ayudar y colaborar (39.2%), e integrarse a un grupo (24.6%), -significados más asociados a obtener beneficios para otros y no para sí mismos-, en contraste con las respuestas “buscar soluciones” (3.1%) e “Informarse” (2.7%), las que obtienen el doble o más de las preferencias en países como Argentina o República Dominicana.

Sin embargo, este fenómeno también puede tener relación con los niveles de estabilidad política o de satisfacción de la ciudadanía con los gobiernos de turno de los países, donde la hipótesis es que a mayor nivel de estabilidad o de satisfacción menor el interés por la política puesto que precisamente ésta permitiría la dedicación a otros ámbitos de participación. 
Así, uno de los aspectos que resulta interesante rescatar de las conclusiones de ambos informes, es que las características más importantes para la ciudadanía en relación con la democracia son las elecciones y la libertad
. 

De esta forma, establecida una cierta lejanía de los ciudadanos respecto de la participación en política y de sus representantes, pero al mismo tiempo reconociendo una alta valorización por el sistema de gobierno democrático y en especial por el valor de la libertad que ella otorga, cabe preguntarse qué herramientas son las que hay que adoptar desde el Gobierno para desarrollar una adecuada política pública de participación ciudadana. 

En este sentido, aquellas son herramientas que permiten aproximar la política a los ciudadanos -acercando a éstos últimos a la esfera de toma de decisiones públicas-, pero que al mismo tiempo respeten la libertad de las personas. Una política que sea capaz de escuchar y reconocer la importancia de la sociedad civil pero que no la pretenda regular hasta el punto de encerrarla en sí misma. Se trata en definitiva de la generación de oportunidades y no de imposiciones, y de la discusión de los necesarios marcos institucionales para ejercer una participación responsable y no de los burocráticos sistemas de asociación o de la participación entendida como un fin en sí misma.

5.2.3.- Corrupción administrativa

Esencialmente no es un problema de personas, o bien de funcionarios que actúan de forma deshonesta, si bien son personas y funcionarios los que cometen los actos de corrupción, sino que el problema se define como tal en términos sistémicos, en términos de sistemas que permiten, hacen posible y promueven la ocurrencia de la corrupción.

El problema, pues, no es que se produzcan hechos de corrupción, que siempre se van a producir, sino que existan sistemas que permitan y promuevan la corrupción generalizada en nuestros gobiernos y sociedades.

La existencia de esos sistemas no siempre es ingenua ni casual, sino que, por el contrario, los mismos constituyen sistemas bien estructurados, bien definidos, bien decididos, que funcionan anacrónicamente en detrimento de los intereses colectivos, pero armónica y perfectamente de los intereses de individuos y grupos bien relacionados, social, económica y políticamente, que usan al Estado como una fuente rica, provechosa y fácil de enriquecimiento y de poder.

Es un problema de carácter económico, por cuanto los bajos salarios que normalmente se paga a los funcionarios y empleados públicos constituyen un aliciente importante a las prácticas corruptas.

Los bajos salarios, las magras condiciones en que trabajan nuestros funcionarios y empleados públicos, de ninguna manera constituyen un hecho aislado sino que, por el contrario, son la expresión de un Estado atrasado y pobre y sobre todo, sin vocación política para el progreso y la riqueza compartida. Los funcionarios y empleados de ese Estado no reciben de él sino inseguridad; los bajos salarios son un elemento más de los que inciden en la perspectiva de vida que estos funcionarios y empleados normalmente se pueden hacer en estas condiciones, una perspectiva de vida caracterizada por la inseguridad en cuanto a su porvenir y al de su familia, y por una tendencia cierta a garantizarse el mejor porvenir posible de una forma unipersonal, al margen de ese Estado y, por supuesto, al margen de la ley y la moral
.

Es también un problema de carácter administrativo, por cuanto la existencia de estructuras y procesos administrativos arcaicos y anacrónicos dificultan la relación entre el Estado y el contribuyente o el ciudadano, promoviendo con ello la existencia de mecanismos alternativos, informales e ilegales, a través de los cuales se supera esa dificultad.

Es un problema de gestión, por cuanto la ausencia de controles o la existencia de controles obsoletos promueven la existencia de sistemas caracterizados por el dispendio, la ineficiencia y la corrupción.

Es un problema de carácter legal, por cuanto la ausencia de leyes o la existencia de leyes débiles y atrasadas permiten que ciertos comportamientos no puedan ser perseguidos y sancionados o no puedan serlo adecuadamente.

Si bien es cierto que la aplicación de las leyes depende en gran medida de la voluntad política para hacerlo, no es menos cierto que a veces sucede que hay voluntad política, pero no existe un marco legal adecuado para aplicar las leyes correspondientes.

Nuestros pueblos deben contar con leyes modernas que regulen todo lo relativo a las contrataciones públicas, sea de bienes y servicios, sea de obras; así como lo relativo a la declaración de bienes y el enriquecimiento ilícito y el lavado de activos provenientes de hechos de corrupción. Nuestros pueblos deben contar con sistemas legales actualizados, modernos, que, desde ellos, nos permitan enfrentar el problema de la corrupción de una forma adecuada.

Una gran discrecionalidad, vigente en muchas de nuestras leyes, en aduanas, en rentas, es un hecho común que comúnmente genera corrupción.

La existencia de leyes obsoletas regulando el ámbito de las contrataciones y licitaciones públicas hacen que en el mismo no existan los controles adecuados y necesarios para un manejo claro y transparente.

Así mismo, la existencia de leyes obsoletas hacen posible la existencia de sanciones infuncionales y ridículas para aquellos que se apropian ilícitamente de los fondos públicos.

Hay que mejorar nuestras leyes no sólo para rescatar su funcionalidad, su eficiencia, sino también para rescatar su credibilidad y la credibilidad de nuestros sistemas políticos que descansan, en gran medida, en nuestras leyes
.

Es un problema cultural, por cuanto en nuestro seno se ha desarrollado lo que nosotros llamamos la "cultura de la corrupción", que caracteriza la visión que una parte importante de nuestros ciudadanos tienen hacia la gestión pública y que hace posible que estos no conozcan ni vislumbren otra posibilidad que no sea la de usar la función pública en beneficio privado. La "cultura de la corrupción" en nuestro país se refleja claramente, por ejemplo, en el hecho de que una buena cantidad de personas cree, honesta y sinceramente, que el cobro de comisiones, merced del ejercicio de una función pública, constituye una actuación legal y moralmente permitida a los funcionarios públicos. Desde esta perspectiva, el problema de la corrupción no es un problema propio del Estado, sino que es un problema social, de la sociedad, que se refleja y se expresa en el Estado y que, obviamente, se revierte en perjuicio de la sociedad.

Los que usan las funciones públicas para robar son ciudadanos de nuestros países y ellos lo hacen porque tienen razones para hacerlo. Tienen posibilidades y oportunidades, pero sobre todo, en este caso, tienen razones para hacerlo. Razones económicas, morales, políticas.

En este sentido, el problema de la corrupción es, también un problema ciudadano, un problema de participación ciudadana en el rechazo y la denuncia de la corrupción, de los corruptos y los corruptores; en el seguimiento a las promesas, planes y acciones de nuestros gobiernos para enfrentar el problema; en el desarrollo de la voluntad política de la ciudadanía, de la sociedad civil, por enfrentar con éxito, preferiblemente de forma conjunta con los gobiernos y, si no fuera posible, sin ellos, un problema esencialmente complejo y difícil.

Por otra parte, las consecuencias de que existan sistemas que hagan posible la corrupción generalizada en la administración pública, las pagan las mayorías de nuestros pueblos, los de siempre, los más pobres, los olvidados, y es de contribuir a beneficiarlos, a mejorar sus niveles de vida, lo que justifica todo este afán, todo este empeño, todo este esfuerzo, por combatir eficazmente la corrupción administrativa en nuestros sistemas de gobierno, ello sin desmedro de otras consecuencias del problema, las cuales se reflejan en otros ámbitos, como el político, y tienen una gravedad insospechada por cuanto restan credibilidad a nuestros sistemas políticos. 
La existencia de funcionarios corruptos que, a expensas del Estado y de sus connacionales, se enriquecen a la vista de todos y no son sancionados por ello, le resta credibilidad a nuestras leyes, a nuestros gobiernos, a nuestros gobernantes, a nuestros sistemas políticos
.

Es un problema de carácter legal, por cuanto la ausencia de leyes o la existencia de leyes débiles y atrasadas permiten que ciertos comportamientos no puedan ser perseguidos y sancionados cuando a manos del investigador, o de algún ciudadano sin responsabilidades públicas, llegue un expediente de una denuncia de corrupción en la que una cantidad de canales de riego no fueron construidos pero fueron pagados a los supuestos constructores, en la realidad está sucediendo no sólo que se violó la ley ni que el Estado perdió un cantidad más o menos importantes de recursos sino, sobre todo, que una cantidad importante de hombres y mujeres de nuestros campos se han quedado esperando esas obras para cultivar y cosechar sus pequeños sembradíos y con su producto prorrogar pobablemente sus pobres vidas y las de sus familias.

La lucha contra la corrupción, así, para el gobierno dominicano tiene razones no sólo de carácter ético y legal, administrativo o político, sino también, y sobre todo, de carácter económico y social.

La corrupción es un mal que socava la vida y reduce las posibilidades de desarrollo y progreso de nuestros pueblos, y es por preservar lo poco que hemos logrado y profundizar lo mucho que nos falta en términos democrático reales más que formales, que es fundamental que nos organicemos para enfrentar adecuadamente este problema, haciendo lo necesario para conocerlo de la mejor manera, para lo cual este foro es, sin dudas un excelente escenario.
5.3-Clientelismo político

El clientelismo político es un sistema extraoficial de intercambio de favores, en el cual los titulares de cargos políticos regulan la confección de prestaciones, obtenida a través de su función pública o de contactos relacionados con ella, a cambio de apoyo electoral
. 
En el clientelismo los bienes públicos no se administran según la lógica imparcial de la ley si no bajo una apariencia legal, se utilizan discrecionalmente por los detentadores del poder político., normalmente se corresponde con figuras penadas jurídicamente como prevaricación o corrupción. Sin embargo, existen pocos incentivos para que los participantes busquen acabar con el sistema clientelar, puesto que este se allá institucionalizado –en el, sentido sociológico del término como patrón regular de interacciones, conocidos, practicado y aceptados (si bien no necesariamente aprobado) por los actores que somos nosotros el pueblo.
Esto está ocurriendo en la Republica Dominicana, sobre todo en los periodos electorales, la compra de votos a los más pobres, promesas de cargos públicos, prebendas, contratos a grupos económicos por el financiamiento a los partidos, para llegar al poder. 
Esto se debe al bajo perfil ideológico que tienen los políticos de todos los partidos , en unos ,más que otros, solo tienen el interés de llegar a posiciones de poder, más que ser la expresión de una idea o un proyecto de nación, diferente a los demás. 

Los partidos, lucen más que tener el interés en resolver los problemas de la mayoría de la sociedad, en resolverse sus propios problemas personales. 
Podemos decir que tienen el lema, el fin justifica los medios, como una expresión de un pragmatismo exacerbado. 

A la falta de los tres líderes tradicionales, los seguidores de estos partidos han perdido la fe en los partidos, perdieron la ideología que rige su partido y no tienen esperanza de que su partido resolverá los problemas de la mayoría del pueblo, y prefieren resolver el problema de un día, y ahí es donde entra el ente corruptor del clientelismo
. 

El clientelismo no es un fenómeno  exclusivo de la República Dominicana, pero  hay que convenir que en los últimos años  esta práctica ha devenido  en un elemento dominante de la política criolla, en un proceso que ha comenzado a convertir al Estado y a las instituciones políticas  del país en un gran mercado de subasta, donde los dueños del dinero sucio de la corrupción y el narcotráfico están haciendo las mejores ofertas.
Sin embargo, parecería que la sociedad dominicana no alcanza a entender la gran amenaza que representa este fenómeno. El autor argentino Miguel Trotta ha destacado en uno de sus trabajos dedicados al tema que  “el clientelismo político es opuesto a la expansión de los derechos sociales, por lo  tanto es un obstáculo permanente para la gestión de proyectos sociales y la generación de procesos democráticos y participativos en la gestión de lo público”.
Los recientes procesos convencionales del  Partido Revolucionario Dominicano y del Partido de la Liberación Dominicana pusieron de manifiesto la abrumadora vigencia del  clientelismo  político como factor  de control de los procesos internos de estas organizaciones.
Fueron precisamente las direcciones institucionales de nuestros dos principales partidos  las que trazaron la pauta de la línea clientelar cuando decidieron reservarse la mayoría de las candidaturas a cargos congresionales y municipales, para poner en práctica un esquema de asignación donde la lealtad al grupo de poder parece   ser el mérito más importante para  decidir a quién se premia  o no.

En el caso del  PRD,  las reservas de candidaturas fueron asignadas casi exclusivamente a los seguidores del nuevo jefe del Partido. Los que no encajaban en esta categoría debieron competir bajo unas condiciones  y unos árbitros que hicieron todo lo posible para determinar, si no todos los que  debían ganar, por lo menos quienes no debían ganar bajo ninguna circunstancia. 

Tanto en el PRD como  en el PLD, las escasas posiciones que fueron sometidas a elecciones primarias fueron  claramente decididas bajo las reglas del clientelismo. Con escasas  excepciones ganaron los candidatos con mayor poder económico o por lo menos con mayor capacidad de compensación o  gratificación, que es el caso de quienes administran fondos públicos.

Quedó claro que bajo este esquema hay solo dos opciones para alcanzar una posición política o una candidatura relevante: convertirse en cachanchán incondicional del caudillo de turno o buscar     el dinero suficiente para comprar los votos necesarios en una convención.

5.4- MODIFICACION CONSTITUCIONAL
      5.4.1- CONTRAPESO AL PODER EJECUTIVO

En la Constitución Política de la República Dominicana, proclamada el 26 de enero de 2010 se dispone que la República Dominicana es un Estado Social y Democrático de Derecho que se fundamenta, entre otras, en el respeto de los derechos fundamentales y en la separación e independencia de los poderes públicos.

Como parte de la separación de los Poderes del Estado y a fin de evitar el abuso de su ejercicio en detrimento de los más vulnerables, debe existir un contrapeso entre éstos, con especial atención a las actuaciones del Poder Ejecutivo como recaudador de las rentas nacionales y distribuidor de las mismas.

En este sentido, la Constitución atribuye al Poder Legislativo ejercido por Congreso Nacional la función de control y fiscalización de las actuaciones del Poder Ejecutivo.

La Carta Magna en su artículo 8 establece que: “Es función esencial del Estado, la protección efectiva de los derechos de la persona, el respeto de su dignidad y la obtención de los medios que le permitan perfeccionarse de forma igualitaria, equitativa y progresiva, dentro de un marco de libertad individual y de justicia social, compatibles con el orden público, el bienestar general y los derechos de todos y todas”.

Para que el Estado cumpla con esta función el Congreso Nacional debe desempeñar su rol de legislador y fiscalizador de las actuaciones del Poder Ejecutivo, en este sentido el numeral 2) del artículo 93 dispone que el Congreso Nacional debe:

a) Aprobar o rechazar el estado de recaudación e inversión de las rentas que debe presentarle el Poder Ejecutivo durante la primera legislatura ordinaria de cada año, tomando como base el informe de la Cámara de Cuentas;

b) Velar por la conservación y fructificación de los bienes nacionales en beneficio de la sociedad y aprobar o rechazar la enajenación de los bienes de dominio privado de la Nación, excepto lo que dispone el artículo 128, numeral 2, literal d);

c) Citar a ministros, viceministros, directores o administradores de organismos autónomos y descentralizados del Estado ante las comisiones permanentes del Congreso, para edificarlas sobre la ejecución presupuestaria y los actos de su administración;

d) Examinar anualmente todos los actos del Poder Ejecutivo y aprobarlos, si son ajustados a la Constitución y a las leyes;

e) Nombrar comisiones permanentes y especiales, a instancia de sus miembros, para que investiguen cualquier asunto que resulte de interés público, y rindan el informe correspondiente;

f) Supervisar todas las políticas públicas que implemente el gobierno y sus instituciones autónomas y descentralizadas, sin importar su naturaleza y alcance.

Otras formas de controlar al Poder Ejecutivo conforme a la Ley Sustantiva están establecidas en los siguientes artículos:

Artículo 95.- Interpelaciones. Interpelar a los ministros y viceministros, al Gobernador del Banco Central y a los directores o administradores de organismos autónomos y descentralizados del Estado, así como a los de entidades que administren fondos públicos sobre asuntos de su competencia, cuando así lo acordaren la mayoría de los miembros presentes, a requerimiento de al menos tres legisladores, así como recabar información de otros funcionarios públicos competentes en la materia y dependientes de los anteriores.

Párrafo.- Si el funcionario o funcionaria citado no compareciese sin causa justificada o se consideraran insatisfactorias sus declaraciones, las cámaras, con el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, podrán emitir un voto de censura en su contra y recomendar su destitución del cargo al Presidente de la República o al superior jerárquico correspondiente por incumplimiento de responsabilidad.

Artículo 234. Párrafo.- Una vez votada la Ley de Presupuesto General del Estado, no podrán trasladarse recursos presupuestarios de una institución a otra sino en virtud de una ley que, cuando no sea iniciada por el Poder Ejecutivo, deberá tener el voto de las dos terceras partes de los presentes en cada cámara legislativa.

Artículo 236.- Validez erogación. Ninguna erogación de fondos públicos será válida, si no estuviere autorizada por la ley y ordenada por funcionario competente.

Artículo 246.- Control y fiscalización de fondos públicos. El control y fiscalización sobre el patrimonio, los ingresos, gastos y uso de los fondos públicos se llevará a cabo por el Congreso Nacional, la Cámara de Cuentas, la Contraloría General de la República, en el marco de sus respectivas competencias, y por la sociedad a través de los mecanismos establecidos en las leyes.

Sin embargo, en la realidad se observa como el Poder Ejecutivo recauda las rentas nacionales y no invierte en programas de desarrollo para erradicar la pobreza.

A pesar de contar con un marco jurídico tan completo en materia de control de las actuaciones del Poder Ejecutivo, al este gozar de mayoría en el Congreso Nacional sus acciones y la de sus Ministros no son fiscalizadas. 

No hay un seguimiento por parte del Congreso Nacional del Presupuesto General del Estado que permita verificar si está cada Ministerio lo está ejecutando tal cual como fue aprobado.

Otra debilidad del Congreso Nacional es que el Presupuesto General del Estado llega a éste para ser aprobado con la urgencia de que está finalizando el año y que debe aprobarse de manera apresurada, lo cual no permite el debate y como tal es imposible visualizar la distribución del mismo.

Estas situaciones son la que permiten que a pesar del crecimiento registrado en el país en los últimos años esto no se refleja en la población, presentados resultados inversamente proporcionales, mayor crecimiento económico, sin disminución equitativa de los niveles de pobreza. 

5.4.2- ELEMENTOS DE TRANSFORMACIÓN DE LA SOCIEDAD

La República Dominicana es un Estado Social y Democrático de Derecho, fundado en el respeto de la dignidad humana, los derechos fundamentales, el trabajo, la soberanía popular y la separación e independencia de los poderes públicos.  

La Constitución de la República desarrolla la idea de una justa redistribución de la riqueza en oposición a las nociones de acumulación de bienes, que en muchos casos sirven de sustento teórico para justificar la pobreza de un sector de la población.

De conformidad con el Artículo 217, “El régimen económico se orienta hacia la búsqueda del desarrollo humano. Se fundamenta en el crecimiento económico, la redistribución de la riqueza, la justicia social, la equidad, la cohesión social y territorial y la sostenibilidad ambiental, en un marco de libre competencia, igualdad de oportunidades, responsabilidad social, participación y solidaridad”.

Según el artículo 218, “El Estado procurará, junto al sector privado, un crecimiento equilibrado y sostenido de la economía, con estabilidad de precios, tendente al pleno empleo y al incremento del bienestar social, mediante utilización racional de los recursos disponibles, la formación permanente de los recursos humanos y el desarrollo científico y tecnológico”.

La necesidad de desarrollar la economía desde otro modelo que incluya a los habitantes del país, para buscar alternativas que funcionen con miras a lograr servicios para la población, que se empoderen de sus medios de producción y que generen bienes colectivos, con sentido de pertenencia, responsabilidad y sentido del deber social, recibiendo del gobierno acompañamiento y asesoría de cómo lograr obtener los recursos para emprender una economía social participativa, para lograr satisfacer las necesidades de las generaciones presentes y futuras y buscar esa calidad de vida anhelada y ansiada por todo ser humano.

Esta economía social participativa debe tener como objetivos esenciales lo siguiente:
· Formas de Economía de subsistencia distintas al buhonerismo;

· Producción de bienes y servicios de calidad a los cuales pueda  acceder de forma expedita la comunidad mediante formas variadas (compra barata, trueque, mutualismo, apoyo solidario).

· Las formas de generación, socialización y uso socialmente útil del conocimiento. 

· Las redes de información y comunicación.

· El desarrollo de tecnologías alternativas, populares y ecológicas.

· Las costumbres locales.

· Los valores de trabajo y crecimiento compartido.

· Las formas de resistencia económica, política, cultural, ambiental.

· Las formas de trabajo y producción no asalariado.

La economía social también es el reparto equitativo del excedente que genera el modelo de producción; la solidaridad comunitaria y con otras comunidades de entorno; la autonomía cognitiva, la libertad operativa y la soberanía comunitaria para articular y adelantar un modelo de desarrollo local sustentable.
La economía social es una mirada desde abajo para potenciar los sueños y las posibilidades de acceso a la plena justicia social de los más pobres, los más simples. En un país con un 5% de sectores sociales poderosos (burgueses, latifundistas, financieros, pequeña y mediana industria, importadores) un 15% de empleo formal (trabajo estable), un 55% de empleo informal (sobrevivencia) la Economía Social se concentra en el porcentaje restante de sectores de pobreza extrema y la población potencialmente activa.

Si bien desde el lenguaje constitucional se impulsan claras orientaciones para el desarrollo de un modelo económico solidario, autogestionario y de profundo anclaje local, para alcanzar este objetivo se hace necesario construir, con carácter previo, claras líneas de gestión orientadas a la derrota del desarraigo cultural (en sus expresiones económicas, políticas y antropológicas) de gran parte de la población dominicana. Esfuerzo que parece asociarse a la noción actual del Ministerio de Economía, Planificación y Desarrollo que busca vincular una nueva concepción de desarrollo local al modelo emergente de economía social.

Un modelo económico de ese tipo, de carácter solidario y compromiso social, no sólo permite derrotar la pobreza cultural, política, educativa, de modos de vida y económica, sino que garantiza la inclusión de todos los dominicanos. 

5.4.3- ESTRUCTURA FISCAL Y LEY DE GASTO PÚBLICO

La República Dominicana cuenta con una normativa que establece claramente la estructura fiscal y los criterios de asignación del gasto público, surgida y fortalecida con la última reforma Constitucional del 26 de enero de 2010.

Según los términos de la Ley Sustantiva en su  artículo 238, “Corresponde al Estado realizar una asignación equitativa del gasto público en el territorio. Su planificación, programación, ejecución y evaluación responderán a los principios de subsidiaridad y transparencia, así como a los criterios de eficiencia, prioridad y economía.

Corresponde al Poder Ejecutivo por mandato constitucional “velar por la buena recaudación y fiel inversión de las rentas nacionales”.

Para poder cumplir con lo establecido en el párrafo anterior el Estado debe contar con una estructura fiscal eficiente que garantice la recaudación de las rentas nacionales para luego ser distribuidas equitativa a través de la ejecución del Presupuesto General  del Estado.

Sobre este particular, la Carta Magna dispone lo siguiente:

Artículo 243.- Principios del régimen tributario. El régimen tributario está basado en los principios de legalidad, justicia, igualdad y equidad para que cada ciudadano y ciudadana pueda cumplir con el mantenimiento de las cargas públicas.

Artículo 244.- Exenciones de impuestos y transferencias de derechos. Los particulares sólo pueden adquirir, mediante concesiones que autorice la ley o contratos que apruebe el Congreso Nacional, el derecho de beneficiarse, por todo el tiempo que estipule la concesión o el contrato y cumpliendo con las obligaciones que la una y el otro les impongan, de exenciones, exoneraciones, reducciones o limitaciones de impuestos, contribuciones o derechos fiscales o municipales que inciden en determinadas obras o empresas hacia las que convenga atraer la inversión de nuevos capitales para el fomento de la economía nacional o para cualquier otro objeto de interés social. La transferencia de los derechos otorgados mediante contratos estará sujeta a la ratificación por parte del Congreso Nacional.

DEL CONTROL DE LOS FONDOS PÚBLICOS

Artículo 245.- Sistema de contabilidad. El Estado dominicano y todas sus instituciones, sean autónomas, descentralizadas o no, estarán regidos por un sistema único, uniforme, integrado y armonizado de contabilidad, cuyos criterios fijará la ley. 

Artículo 246.- Control y fiscalización de fondos públicos. El control y fiscalización sobre el patrimonio, los ingresos, gastos y uso de los fondos públicos se llevará a cabo por el Congreso Nacional, la Cámara de Cuentas, la Contraloría General de la República, en el marco de sus respectivas competencias, y por la sociedad a través de los mecanismos establecidos en las leyes.

Artículo 248.- Control externo. La Cámara de Cuentas es el órgano superior externo de control fiscal de los recursos públicos, de los procesos administrativos y del patrimonio del Estado. Tiene personalidad jurídica, carácter técnico y goza de autonomía administrativa, operativa y presupuestaria. Estará compuesta de cinco miembros, elegidos por el Senado de la República de las ternas que le presente la Cámara de Diputados, por un período de cuatro años y permanecerán en sus funciones hasta que sean designados sus sustitutos.

Finalmente, La Ley Orgánica de Presupuesto para el Sector Público, No.423-06, del 17 de Noviembre de 2006, establece:

Artículo 1. El Sistema de Presupuesto es el conjunto de principios, normas, órganos y procesos que rigen y son utilizados en las etapas del ciclo presupuestario de los organismos previstos en el Artículo 3 de la presente ley, respetando las particularidades de cada uno de ellos, con la finalidad de que la asignación y utilización de los recursos públicos se realice en la forma más eficaz y eficiente posible para el cumplimiento de las políticas y objetivos del Estado. El Sistema de Presupuesto en conjunto con los Sistemas de Tesorería, Contabilidad y Crédito Público, compone el Sistema Integrado de Administración Financiera del Estado.
5.5- Crecimiento y desarrollo con equidad

En un país donde las prescripciones de crecimiento y desarrollo no expresan los grados de equidad social necesarios, resulta difícil, por no decir imposible, construir el perfil de una auténtica sociedad progresista. 
En la República Dominicana la riqueza ha crecido sustancialmente, pero a pesar de eso hay un gran segmento de la población que sigue viviendo en la pobreza y en la marginalidad, es decir, sin un horizonte de futuro seguro.

Los problemas relacionados a la marginalidad y la pobreza social deben ser considerados por la clase política del país, no soslayados o ladeados hacia aspectos de menor impacto en el comportamiento de la sociedad. Creando un clima de voluntades favorables al proceso de transformación demandado por las actuales circunstancias políticas, económicas y sociales es competencia de todos, no de un segmento de la sociedad
.
Incorporar a la población a las nuevas modalidades de participación e integración en la vida política de la República Dominicana, tampoco es un desafío único de las élites políticas, por el contrario también implica esta postura reforzar los niveles de participación y, por tanto, de la presencia política en la sociedad. 
5.6.- 
CRECIMIENTO ECONÓMICO

5.6.1.- CRECIMIENTO ECONOMICO Versus Equidad Social

Las crisis de mercado, la desaparición del neoliberalismo de los espacios de pensamiento y la redimensión de los mercados como una institución más, cuya relevancia depende de la interconexión con otras instituciones como las vinculadas con el Estado de derecho, la  democracia, la educación, la salud, entre otros, hace oportuna recordar la discusión entre crecimiento y equidad.

Hay muchos economistas y políticos dominicanos que piensan que existe una secuencia temporal entre crecimiento y equidad. Primero crecer y después distribuir.

En los clásicos como Smith, Ricardo y Marx se argumentó que la fuente de acumulación y crecimiento eran las ganancias, es decir, de la concentración del ingreso. 

Los economistas neoclásicos, ni siquiera le prestaron mucha atención al problema de la distribución, para ellos el salario y la ganancia quedaban determinados por la productividad marginal de los factores productivos, dado mercados competitivos. 

Cuando estos economistas abordaron el tema del crecimiento en el modelo de Solow, asumieron propensiones al ahorro constante en la economía e igual para todos los agentes de forma que la distribución no ejercía ninguna influencia en el crecimiento.

Los keynesianos en diferentes versiones, desde  Kaldor, asumieron diferentes propensiones  ahorrar de salario y la ganancia, estableciendo una relación directa entre participación de las ganancias en el ingreso y crecimiento.

La idea es que son necesarios ciertos males como reducciones en las prestaciones sociales, gran desigualdad social y algunos llegaron a sugerir el autoritarismo inspirado en las dictaduras de Pinochet y Lee Ruan Yew. 

Estos enfoques se basaron en la idea en que el crecimiento estaba determinado por la acumulación de capital físico, por lo tanto la formación bruta de capital sólo se lograba aumentando el ahorro que dependía de la ganancia.  

En los años 80 y 90, en los ámbitos académicos se discutió la relación entre distribución y crecimiento, pero desde otra perspectiva a partir de los trabajos de Alesina, Rodrik, y Roberto Perotti, introduciendo el debate sobre el crecimiento endógeno. 

Se sostenía que la concentración del ingreso perjudicaba al crecimiento económico. 

Por tres razones: a mayor desigualdad mayor tasa impositiva efectiva que desalienta la acumulación del capital físico y humano. 

Segundo, la desigualdad crea tensiones sociales que castiga a la inversión y tercero, la desigualdad genera pérdida de capacidades en la sociedad, lo cual afecta al crecimiento económico.

A pesar de las evidencias empíricas que se presentaron, estos análisis quedaron ahogados por los acontecimientos de los años 80  y en los 90.

La revolución neoliberal estaba en su reino y los ajustes estructurales inspirados en la ortodoxia del libre mercado de la economía neoclásica ahogaron toda posibilidad de centrar el análisis en las condiciones de vida de las personas
. 

Se prometió un crecimiento sostenido, basado en las fuerzas del mercado que todo lo resolvería.

Los resultados fueron terribles. La capacidad de acción de los estados se llevó a su mínima expresión. 

Se privatizó sin mecanismos de regulación, se erosionó la condición ciudadana de la población, se debilitó la cohesión social, se generó exclusión y se debilitó tanto al Estado que quedaron indefensos frente al narcotráfico. No se trata de negar el papel de los mercados, por el contrario, se trata de entender el espacio institucional de estos mercados. 

Los mercados son necesarios para el intercambio, dan la libertad de intercambiar bienes y así como sería una estupidez prohibir el intercambio entre personas a través de una conversación, tampoco hay un motivo para prohibir las transacciones de mercado en general. 

Estos han  jugado y seguirán jugando un papel en el fundamental en el desempeño económico. 

Ahora bien el mercado, no existe en un vacío institucional, es una institución cuyo funcionamiento depende de otras instituciones y a su vez es generadora de instituciones. 

Es tan importante como las otras instituciones con las que se encuentra interrelacionada.

En ese contexto, un mercado no crea libertades reales, solamente garantiza inmunidad frente a las decisiones, no desmonta privaciones.

Es decir, permite que una persona en un mercado, con un presupuesto pueda decidir entre esto o aquello sin ninguna violación de su autonomía. 

De hecho, una persona, dado el arreglo institucional, entra al mercado con una carga de capacidades y privaciones que determinan sus posibilidades en el mercado y para lo cual, éste no puede hacer casi nada o nada a fin de crear libertades reales, como estar educado, tener salud, tener empleo, entre otras cosas,  y para lo cual se requieren otras instituciones.

Esta situación, se encuentra muy alejada de la igualdad jurídica entre las personas que aseguran los mercados, lo cual es necesario, para la inmunidad frente a las decisiones, pero es totalmente insuficiente para crear las libertades reales a fin de que estas personas  puedan elegir lo que valoran en la vida.

Hay suficiente argumentación  que muestra la relación positiva entre el crecimiento económico y la distribución del ingreso. 

1) Por razones de justicia social y moralidad. La idea de lo justo está asociada a algún ámbito en el que todas las personas deben ser iguales, lo cual es un argumento central para la mayoría de las sociedades y sistemas de valores.

2) Prioridad a los pobres. Las personas pobres sufren privaciones mucho mayores que aquellos que no lo son, por lo que el progreso acelerado entre los pobres es una de las vías más eficaces para acelerar el progreso nacional. 

3) Por razones de crecimiento y eficiencia. La desigualdad extrema no sólo es perjudicial para la reducción de la pobreza, también lo es para el crecimiento. Se dificulta el acceso a la educación, al crédito, los derechos y los bienes públicos, perdiéndose oportunidades de crecimiento.

4) Es falso el dilema entre crecimiento y equidad. Si la fuente de eficiencia económica son las habilidades, las tecnologías y el conocimiento, el portador esas habilidades, tecnologías y conocimiento son las personas, por lo tanto las condiciones vida de las personas es parte de la misma ecuación de eficiencia. Mejorar las condiciones de vida de las personas es una forma de ser eficiente. 

5) La legitimidad política del orden institucional. No se puede construir una sociedad estable social y políticamente, cuando la gran mayoría de la población se siente excluida. No hay que olvidar que el capital para acumularse requiere paz social. 

6) Las desigualdades económicas y políticas están asociadas a un desarrollo institucional pobre. La desigualdad económica y social se reproduce a través de las instituciones y estás dejan de ser medios confiables para la sociedad en su conjunto, afectando las posibilidades de acumulación de capital. Otra vez, el capital para crecer y acumularse requiere de instituciones sólidas y creíbles.

 7) La desigualdad debilita la cohesión social. La cohesión social son las fuerzas intangibles que adhieren, atraen y vinculan los componentes de un colectivo humano.

8) Los objetivos de las políticas públicas. La mayoría de las sociedades conciben la reducción de la pobreza y la eliminación de las desigualdades injustas como metas importantes a la hora de formular políticas públicas.
5.6.2.- Crecimiento económico Versus Desarrollo HumanO

El interés por el desarrollo  humano parece estar pasando a ocupar un lugar central en esto tiempo. Durante muchos años, las preguntas recurrente eran: ¿cuánto está produciendo un país?, cual es su Producto Interno Bruto?, en cuanto creció la economía? Sin embargo, Con más frecuencia, las preguntas que se hacen ahora es en otros niveles: ¿cómo le va a las personas?, en que medida ese crecimiento se manifiesta en la gentes? La razón principal para este cambio es el creciente reconocimiento de que el objetivo real del desarrollo es ampliar las opciones de las personas, es decir ubicar a las personas como centro del desarrollo.

 

El ingreso es sólo una de esas opciones y una extremadamente importante que no se puede negar pero no es la suma total de la vida humana. 

La salud, la educación, el ambiente, la libertad por nombrar algunas opciones todos estos pueden ser tan importantes como el ingreso mismo. 
Es por eso que hoy en día existen nuevos concepto que nos llevan a la reflexión de todo el tema del desarrollo humano y uno de ello es el paradigma del desarrollo humano. 

Sin embargo es necesario preguntarse que es un paradigma? Y que es eso de paradigma del desarrollo humano? En primer lugar, basada en la concepción de Kuhn, según la cual:"en la ciencia un paradigma es un conjunto de realizaciones científicas universalmente reconocidas que, durante cierto tiempo proporcionan modelos de problemas y soluciones a una comunidad científica"
.

Según Kuhn, estamos en presencia de un "paradigma" cuando un amplio consenso en la comunidad científica acepta los avances conseguidos con una teoría, creándose soluciones universales. Si se demuestra que una teoría es superior a las existentes, entonces se produce una "revolución científica" y se crean nuevos "paradigmas". (Enciclopedia Encarta). 

Vista esta aclaración, entonces es importante conocer sobre El Paradigma del Desarrollo Humano, el desarrollo humano es un concepto relativamente nuevo que concibe el desarrollo como la ampliación de las libertades humanas, a fin que cada persona pueda contar con un conjunto de capacidades y oportunidades permitiéndole el despliegue de potencialidades que le garanticen un nivel de vida digno. 

Desde esta perspectiva, el desarrollo se concibe como la integración de dimensiones y pilares, en las que el crecimiento económico es un medio importante, pero no el único para alcanzar mayores niveles de desarrollo.

El desarrollo humano de un país depende de una serie de acciones que propician un entorno favorable, tales como la equidad, la participación, el crecimiento económico, la sostenibilidad y la seguridad humana, en las dimensiones política, social, económica y cultural. 

Sin dejar de lado la salud, la ecología, la tecnología y el aspecto educativo. Como vemos, es un conjunto de factores que debe de incidir de manera integral para hablar de un desarrollo humano que desde luego tiene como eje fundamental las personas.

Creo que es importante hacer la siguiente aclaración, es incorrecto sugerir que el crecimiento económico es innecesario para el desarrollo humano.

 
Ninguna mejora sustentable en el bienestar humano puede lograrse sin crecimiento económico. Sin embargo, también es incorrecto sugerir que altas tasas de crecimiento económico se traducirán automáticamente en niveles más altos de desarrollo humano. Ellas pueden hacerlo como puede que no. 

Todo depende de la voluntad política y de  las opciones políticas que elijan los países y el mundo ofrece demasiados ejemplos desagradables de una amplia divergencia entre los niveles de ingreso y los de desarrollo humano y la Republica Dominicana es un claro ejemplo de crecimiento, sin distribución, veamos algunos ejemplos. 

El alfabetismo adulto en Arabia Saudita es menor que el de Sri Lanka a pesar de tener un ingreso per cápita que es 16 veces mayor.

 
La mortalidad infantil en Jamaica es un cuarto de la de Brasil, a pesar de que el ingreso per cápita de Jamaica es la mitad del de Brasil. 
La esperanza de vida alcanza a los 76 años en Costa Rica, con un ingreso per cápita de US$1.870, pero sólo de 69 años en Omán, con un ingreso per cápita de US$6.140. ¿Por qué existe esta amplia divergencia entre ingreso y desarrollo humano? La explicación reside en cuán equitativamente –o desigualmente- se distribuye el ingreso, los bienes físicos, el crédito financiero, los servicios sociales y las oportunidades laborales. 

Para que el ingreso y el desarrollo humano se vinculen en forma más estrecha, los países deben adoptar políticas para que la distribución de estos bienes y oportunidades económicas sea más equitativas, creando oportunidades de empleo, seguridad ciudadana, salud, educación.

En otro lugar, es conceptual y prácticamente incorrecto considerar la mitigación de la pobreza como un objetivo distinto del desarrollo humano. En su mayoría, la pobreza puede explicarse por un acceso inadecuado al ingreso, los bienes, los servicios sociales y las oportunidades laborales. La única solución a largo plazo es invertir en los pobres, especialmente en su educación y formación, y llevarlos a la corriente principal del desarrollo. 

La pobreza no debe ser considerada como un subproducto del crecimiento económico y tratarlo separadamente sin modificar las estrategias de crecimiento. Muchos piensan que la pobreza siempre ha de existir y que la misma es fruto del desarrollo
. 

Tal planteamiento es inconsistente con las estrategias de desarrollo humano, las cuales están enfocadas en la inversión en todas las personas y en su total participación del bienestar humano. Además, es incorrecto sugerir que los países en desarrollo carecen de suficientes recursos para lograr sus metas en desarrollo  humano. 

En realidad, existe un importante potencial para reestructurar en las actuales prioridades de sus presupuestos nacionales y en la distribución de la ayuda extranjera. Muchos países pobres gastan dos a tres veces más en sus ejércitos que en educación y salud para su población. 

Ojala y que desde los gobierno empiece a gestarse un proceso que trascienda mas halla de política clientelares que solo palea de manera coyuntural la pobreza es necesario que cuando hablemos de crecimiento económico podamos combinar esas cifras con mejoría en los niveles de vida de la gente, es urgente ya, de que  empecemos a hablar de un real desarrollo que incluya la gente, es decir de un desarrollo humano. 
Conclusión
El desarrollo sostenible busca que las generaciones de hoy satisfagan sus necesidades sin comprometer la base de recursos para que las futuras generaciones satisfagan las suyas. Es un proceso de cambio en el cual la explotación de los recursos, la orientación de la evolución tecnológica y la modificación de las instituciones están acordes y acrecientan el potencial actual y futuro para satisfacer las necesidades y aspiraciones humanas. Comprende dos conceptos esenciales: el concepto de "necesidades", en particular las necesidades de los pobres, y las "limitaciones" impuestas por la tecnología y la organización social entre la capacidad del medio ambiente para satisfacer las necesidades presentes y futuras.

La satisfacción de las necesidades esenciales exige no sólo una nueva era de crecimiento económico para las naciones donde los pobres constituyen la mayoría, sino la garantía de que estos pobres recibirán la parte que les corresponde de los recursos necesarios para su crecimiento . 

En el orden político e institucional, la descentralización del poder descansa en la actitud que sobre ésta tengan los partidos políticos y los principales actores sociales y económicos para lograr necesarios niveles de gobernabilidad. 

Para darle certeza, la descentralización y el empoderamiento deben constituirse en una forma de hacer y entender la política, que va más allá de su carácter instrumental para mejorar la eficiencia. Es una forma de hacer la democracia; pero, además, la descentralización debe implicar la creación de capacidades en la población y el empoderamiento para que resulte en un ejercicio efectivo de la democracia.
Las formas de empoderamiento social, entendiéndolas como el resultado del grado de solidez del tejido social, de la solidaridad recíproca entre las personas que integran el colectivo y del capital social acumulado por la población en su ámbito local o nacional. Nos refiere a la participación, a la confianza interpersonal, a la confianza en las instituciones, al sentido de pertenencia al grupo, al nivel de movilización, a la inclusión social, a la interrelación entre personas e instituciones de cara a un fin común.

Todos estos aspectos son parte integral del bienestar de las personas, las cuales se realizan en el ámbito individual, pero necesariamente a través de las capacidades colectivas, porque garantizan la existencia de bienes públicos y la creación y fortalecimiento de capacidades individuales.

El empoderamiento es la posibilidad de que las personas puedan actuar e incidir en los procesos y decisiones que les afectan y la dimensión social de éste es una garantía del acceso a las oportunidades en sociedades con un deficiente estado de derecho.

Este capítulo mostró que si bien no hay una receta única para lograr empoderamiento social, hay por lo menos cuatro elementos que han estado presentes en las experiencias exitosas a nivel internacional. Estos factores que refuerzan al capital social son: el acceso a la información, la inclusión y participación, la rendición de cuentas y la capacidad organizacional de interés común.

La medición del empoderamiento social ha sido tarea difícil. Existen en la cultura dominicana factores que diluyen la formación del capital social de apropiación colectiva, como son: el pesimismo, el complejo del gancho, el doble pensar, el exteriorismo y el clientelismo político; así como hay factores positivos, tales como: el convite y otras prácticas de solidaridad en las zonas más pobres. 

Sin embargo, el hecho de que más de la mitad de los dominicanos y dominicanas quiera marcharse del país y no crea en la posibilidad de cambio, está evidenciando un gran desencanto sobre la viabilidad que ofrece la sociedad dominicana a sus miembros. En todo caso, hay que hacer más investigación para conocer mejor sobre cómo estos elementos culturales han afectado la construcción del capital social.
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Anexo
GLOSARIO
Riqueza: Es un producto creado por un sistema económico que con el trabajo de personas o máquinas, genera más dinero del que se usó inicialmente para lograr combinar su trabajo. Este dinero excedente es apropiado por quienes pusieron la cantidad inicial de dinero (inversión) y logrando ello un estado de bienestar.
Equidad: Es un valor de connotación social que se deriva de lo entendido también como igualdad. Se trata de la constante búsqueda de la justicia social, la que asegura a todas las personas condiciones de vida y de trabajo digno e igualitario, sin hacer diferencias entre unos y otros a partir de la condición social, sexual o de género, entre otras.

Bien común: obedece al conjunto de principios, reglas, instituciones y medios q permiten promover y garantizar la existencia de todos los miembros de luna comunidad humana en el plano inmaterial. Es decir, el reconocimiento, el respeto y la tolerancia en las relaciones con el otro. Por otra parte, en el plano material, el bien común representa la materialización de los bienes y servicios como: Alimentación, vivienda digna, energía, educación, salud, transporte, información, democracia y expresión artística. 

Convivencia Social: desde un punto de vista abstracto son todos esos aspectos formales como la ética, moral, sinergia y respeto al otro. En cambio, desde un punto de vista concreto se refiere a la no discriminación, la aceptación de la diversidad cultural, social e ideológica, es decir el respeto a los derechos y a las diferencias de todos los valores que comprenden vivir en sociedad. 

Solidaridad: Implica el reparto orgánico de la riqueza de un país, con la intención de crear riqueza común en materia de infraestructura de bienes de servicios considerados para el buen funcionamiento y desarrollo de la solidaridad, pudiendo ser desde un punto de vista altruista o mutualista. 

Responsabilidad social: Se refiere generalmente al daño causado a la sociedad por acciones de otro individuo o grupo. Es el compromiso de cada persona con su sociedad. 

Justicia Social: Se refiere a las nociones fundamentales de igualdad y derechos humanos, a la inclusión social de manera que todos los ciudadanos tengan las mismas oportunidades de un buen desarrollo integral, desarrollo humano y la paz integral, y q a su vez pueda cumplir con sus deberes. No puede considerarse justicia social si alguno de estos atributos es excluido.  

Calidad de vida: Bienestar general de la población. La calidad de vida es difícil de medir (sea para un individuo, un grupo o una nación) porque, además del bienestar material (véase nivel de vida), incluye componentes intangibles como la calidad del medio ambiente, la seguridad nacional, la seguridad personal y las libertades políticas y económicas.

Capital Humano: Comprende a las personas y su capacidad de ser económicamente productivas. La educación, la capacitación y la atención de la salud pueden ayudar a incrementar el capital humano. Véase también capital y capital material.

Crecimiento económico: el proceso por medio del cual un país aumenta su capacidad para producir bienes y servicios.

Desarrollo sostenible: Es el desarrollo que satisface las necesidades actuales de las personas sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer las suyas.

Coeficiente GINI de distribución del ingreso: Mide el grado en que la distribución del ingreso (o, en algunos casos, los gastos de consumo) entre los individuos o los hogares de una economía se desvía de una distribución perfectamente igualitaria. El coeficiente va de 0 (que significa igualdad perfecta) a 1 (una desigualdad total).

Economía informal: Es el intercambio de bienes y servicios no registrados con exactitud en las cifras y en la contabilidad gubernamentales. La economía informal, que por lo general no está sujeta a impuestos, incluye bienes y servicios como guarderías, enseñanza particular o transacciones

en el mercado negro.

Esperanza de vida al nacer: Promedio de años de vida de un recién nacido según la probabilidad de muerte prevaleciente en el momento del nacimiento.

Gasto público social: Total de gasto público corriente y de inversión de un país en los servicios sociales como: Educación, salud, asistencia social, vivienda, agua, etc.

Gasto del gobierno central asignado a educación: Gasto efectuado por concepto de provisión, gestión, inspección y apoyo de escuelas de párvulos, primarias y secundarias, universidades y colegios, instituciones de enseñanza de oficios, formación profesional, técnica y de otro orden, y servicios generales de índole administrativa y auxiliar.

Gasto del gobierno central asignado a salud: El gasto público en salud abarca los gastos, tanto corrientes como de capital, efectuados por oficinas, departamentos, establecimientos y otros organismos gubernamentales que son instrumentos o dependencias de la autoridad central de un país, en hospitales, maternidades, centros odontológicos y clínicas que poseen un importante componente médico, en planes nacionales de salud y seguro médico, y en servicios de planificación de la familia y atención preventiva.

Gasto Público Per cápita: Gasto social del gobierno dividido entre la cantidad de habitantes de un país.

Indice de desarrollo humano (IDH): El IDH se basa en tres indicadores: longevidad, medida en función de la esperanza de vida al nacer, nivel educacional, medido en función de una combinación de la tasa de alfabetización de adultos (ponderación, dos tercios) y la tasa bruta de

matriculación combinada primaria, secundaria y terciaria (ponderación, un tercio), y nivel de vida, medido por el PIB real per cápita (PPA en dólares).

Indice de desarrollo relativo al género (IDG): En el cálculo del IDG se utilizan las mismas variables que para el cálculo del IDH. La diferencia es que al calcular el IDG se introduce un ajuste del adelanto medio de cada país en materia de esperanza de vida, nivel educacional e ingreso en función del grado de disparidad en el adelanto de mujeres y hombres.

Índice de pobreza humana (IPH): El IPH de los países en desarrollo se concentra en la privación de tres elementos esenciales de la vida humana que ya se reflejan en el IDH: la longevidad, los conocimientos y adecuado un nivel de vida. La primera privación se refiere a la supervivencia, la vulnerabilidad ante la muerte a una edad relativamente temprana. La segunda se refiere a los conocimientos, quedar excluido del mundo de la lectura y la comunicación. La tercera se relaciona con un nivel decente de vida en términos del aprovisionamiento económico general.

Índice de potenciación de Género (IPG): En el IPG se utilizan variables preparadas explícitamente para la medición de la potenciación relativa de hombres y mujeres en esferas de actividad política y económica. Las dos primeras variables se escogen para reflejar la participación económica y la facultad de adopción de decisiones: la participación porcentual de mujeres y hombres en puestos administrativos y ejecutivos y su participación porcentual en empleos profesionales y técnicos. La tercera variable, la participación porcentual de mujeres y hombres en el número de escaños parlamentarios, se escoge a fin de que refleje la participación política y el poder de adoptar decisiones.

Línea de Pobreza: es una estimación del valor monetario de una canasta de bienes y servicios que satisface las necesidades básicas de una familia típica.

Línea Internacional de Pobreza: Nivel de ingresos establecido por el Banco Mundial para determinar qué población mundial se considera pobre; se ha fijado en US$1 diario por persona a precios internacionales de 1985, ajustados para tener en cuenta la paridad del poder adquisitivo (PPA).

Una persona se considera pobre si vive en un hogar cuyo ingreso o consumo es, inferior a US$1 al día por persona. Si bien la línea de pobreza es útil para establecer comparaciones internacionales, es imposible crear un indicador de la pobreza que permita efectuar comparaciones rigurosas entre países. El nivel de US$1 diario por persona se aproxima a los umbrales de pobreza fijados en los países de ingreso bajo, pero esta muy por debajo del umbral establecido en los países de ingreso alto.

Nivel de Vida: Grado de bienestar (de un individuo, un grupo o la población de un país), medido por el nivel de ingresos (por ejemplo, PNB per cápita) o por la cantidad de bienes y servicios consumidos (por ejemplo, el número de automóviles cada mil personas o el número de aparatos de televisión percápita). Véase también calidad de vida.

País de ingreso alto: Es un país con un producto nacional bruto (PNB) per cápita anual equivalente a US$9,386 o más en 1995. La mayoría de los países de ingreso alto tienen una economía industrial.

País de ingreso bajo: Es un país con un producto nacional bruto (PNB) per cápita anual equivalente a US$765 o menos en 1995. En estos países el nivel de vida es más bajo, hay menos bienes y servicios, y muchas personas no pueden satisfacer sus necesidades básicas.

País en desarrollo: Es un país de ingreso bajo o mediano en el que la mayoría de las personas tienen un nivel de vida más bajo y acceso a menos bienes y servicios que la mayoría de las personas que viven en países de ingreso alto.

Población económicamente activa: Población de 10 años o más de una nación que está formada por las personas que están empleadas más aquellas que no tienen trabajo, pero que buscan uno. 

Porcentaje del gasto total del gobierno central asignado a servicios sociales: Es el Gasto del Gobierno Central, (gastos, corrientes y de capital, efectuados por todas las oficinas, los departamentos, los establecimientos y otros organismos gubernamentales que actúan como agentes o instrumentos de la administración central de un país), asignados a servicios sociales: salud, educación, vivienda, bienestar, seguridad social.

Producto Interno Bruto (PIB): El valor de todos los servicios y bienes finales producidos en un país en un año (véase también producto nacional bruto). El PIB se puede medir sumando todos los ingresos de una economía (salarios, intereses, utilidades y rentas) o los gastos (consumo, inversión, compras del Estado y exportaciones netas [exportaciones menos importaciones]). De ambas formas se debería llegar al mismo resultado, porque el gasto de una persona es siempre el ingreso de otra, de modo que la suma de todos los ingresos debe ser igual a la suma de todos los gastos.

Producto interno bruto per cápita: es el resultado de dividir el producto bruto interno entre la población total de un país en un período de tiempo determinado.

Producto Nacional Bruto (PNB): Es el valor de mercado de la producción de bienes y servicios generados por los residentes de un país en un período de tiempo determinado, generalmente un año.

Producto Nacional Bruto Per cápita: es el resultado de dividir la producción nacional bruta entre la población total de un país en un período de tiempo determinado.

Quintiles: Clasificación de los hogares según sus ingresos (o gastos). Se establece a partir del ordenamiento de los hogares según sus ingresos (o gastos), de menor a mayor, dividido luego en cinco segmentos o quintiles, cada uno de los cuales representa el 20% de la población total considerada.

Servicios sociales: Son los servicios que por lo general presta el Gobierno y que ayudan a mejorar el nivel de vida de la población; por ejemplo, clínicas y hospitales públicos, buenos caminos, abastecimiento de agua potable, recolección de basura, electricidad y telecomunicaciones.

Tasa anual de inflación: Una baja de poder adquisitivo del dinero reflejada en un aumento persistente del nivel general de los precios , medidos en general por el índice de precios al consumidor. 
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